Análisis de la valoración del requerimiento de prisión preventiva respecto al peligro de fuga, Arequipa 2018 by Ali Nifla, Alan Jeyson & Ascuña Sanchez, Luis Gilberto
   
 
  
Facultad de Derecho y Ciencias Humanas   




“Análisis de la valoración del 
requerimiento de prisión preventiva 





Alan Jeyson Ali Nifla 
Luis Gilberto Ascuña Sanchez 
 
 

























A Dios, que me da esperanza y voluntad para vivir, a 
mi familia, que son mi fuerza y orgullo, las que forman 
mi inspiración para vivir, mis hermanos que son mi 
apoyo. 
Alan Ali Nifla 
 
A Dios, que me da sabiduría y esperanza, a mi familia 
a mi padre y hermanos, que están siempre ahí 
apoyándome en las buenas y en las malas 
 






























A nuestro Director y Profesores de la 
Unidad de Pregrado de la Facultad de 
Derecho y Ciencias Humanas de la 
Universidad Tecnológica del Perú, quienes 
supieron guiarnos en el aprendizaje y 



















La presente investigación tiene como objetivo analizar el problema de la aplicación de la 
prisión preventiva cuando esta se ampara en el peligro de fuga como sustento principal 
para solicitar esta medida de coerción personal. El tema de la prisión preventiva, 
actualmente es un tema muy debatido, puesto que es controversial, así tenemos que en 
el Perú, se viene usando de manera indiscriminada, y muchas veces es usada de manera 
coyuntural, donde los casos mediáticos, son los más resaltantes. 
Así tenemos que en el primer capítulo, desarrollamos, los antecedentes históricos, como 
ha ido evolucionando, desde sus orígenes en Roma, así también contiene los conceptos 
generales los cuales definen a la prisión preventiva y el peligro de fuga, y todas aquellas 
instituciones que rodean esta medida coercitiva, entre ellas destacan definir y 
conceptualizar los diferentes tipos de arraigos procesales que existen en nuestra 
legislación, haciendo un análisis del peligro de fuga, como parte central, puesto que estas 




El segundo capítulo, desarrolla los antecedentes de investigación respecto a estudios 
realizados sobre el tema, así también se desarrollan las principales teorías y posturas 
sustentadas mediante el pronunciamiento de autores que nos dan su punto de vista, 
respecto al tratamiento de la prisión preventiva tanto a favor como en contra, cabe 
recalcar que también se desarrolla los pronunciamientos de organismos internacionales 
respecto a la prisión preventiva y su incidencia en el peligro procesal. 
 
El tercer capítulo, contiene el desarrollo de la postura adoptada con respeto a la solución 
que nosotros le damos a esta problemática, así en base a las teorías y pronunciamientos 
que realizan los autores e instituciones, hacemos un análisis consiente y real el cual está 
fundamentado, en el desarrollo de la investigación. 
 
 El cuarto capítulo, contiene, la discusión y argumentos que primamente justifican, y 
después rechazan la aplicación del peligro de fuga en la prisión preventiva, para ello se 
utiliza el análisis de casuística proveniente de nuestros órganos jurídicos existentes en 
nuestra legislación. 
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The present investigation has like objective analyze the problem of the application of the 
preventive prison when this is covered in the danger of flight like main sustenance to 
request this measure of personal coercion. The issue of pretrial detention is currently a 
very debated issue, since it is controversial, so we have that in Peru, it has been used 
indiscriminately, and it is often used in a conjunctural way, where media cases are the 
most highlighting. 
So we have that in the first chapter, we develop, the historical background, as it has been 
evolving, since its origins in Rome, it also contains the general concepts which define the 
preventive detention and the danger of flight, and all those institutions that surround This 
coercive measure, among them, highlights define and conceptualize the different types of 
procedural arraganes that exist in our legislation, making an analysis of the danger of 
flight, as a central part, since these are part of our research problems. 
The second chapter, develops the research background on studies conducted on the 
subject, and also develops the main theories and positions supported by the 
pronouncement of authors who give us their point of view, regarding the treatment of 
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preventive detention both in favor as against, it should be noted that the pronouncements 
of international organizations regarding pretrial detention and its incidence in the 
procedural danger are also developed. 
The third chapter, contains the development of the position adopted with respect to the 
solution that we give to this problem, so based on the theories and pronouncements made 
by the authors and institutions, we make a conscious and real analysis which is well 
founded, in the development of research. 
The fourth chapter, contains the discussion and arguments that prima facie justify, and 
then reject the application of the danger of escape in preventive detention, for this case 
analysis is used casuistry from our existing legal bodies in our legislation. 
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El estudio de la prisión preventiva constituye sin duda alguna, uno de los más grandes 
problemas del Derecho Procesal Penal, así tenemos por ejemplo que Ferrajoli 
cuestiona su regulación normativa al calificarla, desde un punto de vista material, 
como la imposición de una pena adelantada, por lo que reclama su 
inconstitucionalidad.  
 
En este sentido, existen sectores moderados que reconocen , que su concepción 
constituye la limitación de un importante derecho fundamental, tal como  la libertad 
personal, es de aplicación  legitima, en tanto que si lo vemos de  un punto de vista 
normativo, vemos que se cumplen una serie de presupuestos ya establecidos que los 
cuales priorizan los fines del proceso.  
 
En este contexto, el peligro procesal, materializado en el peligro de fuga constituyen 
presupuestos determinantes para dictar dicha medida, siendo que estos no tienen una 
valoración adecuada por parte de los operadores de justicia, generando el problema 
principal de nuestra investigación, así tenemos en primer lugar que los fiscales y 
posteriormente los magistrados, que toman esta medida de manera procedimental, no 
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teniendo en consideración que la prisión preventiva es de aplicación especial y debe 
ser tomada sólo como último recurso, agotando primero todas las medidas coercitivas 
existentes anteriormente, constituyéndose así en uno de los principales problemas de 
nuestra actual legislación. 
 
En consecuencia los magistrados que dictan esta medida coercitiva se fundan en una 
motivación aparente, utilizando como principal criterio el peligro procesal, esto debido 
que nuestro Código Procesal Penal, no define de manera clara y precisa, algunas 
definiciones respecto al peligro procesal, por ejemplo los arraigos, son valorados de 
manera subjetiva, lo que agrava este problema. 
 
Así mismo es importante mencionar, que existen organismos internacionales que se 
han pronunciado al respecto, de manera específica mencionamos a la Comisión 
Interamericana de derechos  Humanos, que ha realizado dos informes, el primero en 
el año 2013 y el segundo el año 2017, los cuales nos dan una perspectiva del 
tratamiento que se debe llevar, no solo en nuestro país sino también en l todos los 
países de américa latina, manifestando que los países integrantes de este organismo 
realizan un excesivo uso de esta medida. 
 
En este sentido, en el Perú, existen otras medidas coercitivas, a esto sumarle el 
planteamiento de otras medidas alternativas, sugeridas por la Comisión 
Interamericana, que a nuestro criterio deben aplicarse para la solución de esta 
problemática que día a día va en aumento.  
 
Por todo lo mencionado, es importante analizar todos los pronunciamientos, de los 
diferentes órganos judiciales existentes en el Perú, así como los de los Organismos 
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Internacionales, los cuales nos ayudaran a manifestar alternativas de solución a dicha 
problemática. 
 
Por estas consideraciones se ha realizado la presente investigación que busca 
responder a las siguiente pregunta de investigación: ¿Cómo se realiza la valoración 
del requerimiento de prisión preventiva respecto a la incidencia peligro de fuga? y 
teniendo como problemas específicos: i) ¿Existe una influencia de la valoración del 
peligro de fuga en el requerimiento de prisión preventiva?, ¿Son los arraigos, 
determinantes para vulnerar derechos fundamentales del imputado? y ¿Existe 
pronunciamiento de organismos internacionales, acerca del peligro procesal?. 
 
El objetivo general propuesto es: Analizar la valoración del requerimiento de prisión 
preventiva, respecto a la incidencia del peligro de fuga. y los objetivos específicos son: 
i) Determinar la influencia de la valoración del peligro de fuga respecto al 
requerimiento de Prisión Preventiva, Analizar si los arraigos que manifiestan el peligro 
de fuga son determinantes como para privar derechos fundamentales al imputado y 
Precisar si existiese, pronunciamiento por organismos internacionales, respecto al 
peligro procesal. 
 
La hipótesis que se ha planteado es: Dado que la prisión preventiva, se fundamenta en 
varios presupuestos, principalmente en la valoración de los arraigos procesales como 
el peligro de fuga, al no  existir parámetros adecuados es probable que si se valoran 
estos, de manera inadecuada, se vulneren derechos fundamentales del imputado.  
 
El capítulo I contiene los antecedentes históricos así como las principales definiciones 




El capítulo II contiene los antecedentes de investigación sobre el tema, así también se 
desarrollan las principales teorías y posturas del uso del peligro de fuga cuando se 
solicita el requerimiento de la prisión preventiva. 
 
El capítulo III contiene el desarrollo de la postura adoptada para resolver la 
problemática planteada en la investigación. 
 
























EVOLUCION Y ANTECEDENTES DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 
 
1.1. Antecedentes Históricos 
Las instituciones jurídicas del derecho, han tenido sus orígenes junto con el 
desarrollo de las grandes culturas de la humanidad, así tenemos que en la edad 
antigua surge el Imperio Romano, siendo ahí que encontramos como primer 
antecedente a la Prisión preventiva, en una figura llamada “custodia no libre” donde 
se ponía al ciudadano o justiciable bajo custodia romana, en su mismo domicilio, una 




Para los ciudadanos romanos esta custodia no libre fue importante para 
realizar sus procesos, es así que en el imperio romano no existía prisión 
como parte de la pena. Básicamente no se considera la prisión como 
sanción expresa la cual devenía de haber cometido un hecho delictivo, 
considerando al encierro como parte del aseguramiento preventivo 
incipiente, permitiendo mantener a los acusados a disposición de un 
juzgamiento. (Gomez M. , 2010, págs. 1-2) 
 
 
Podemos entender que ya desde esta época se tenía un incipiente uso de la prisión 
preventiva, puesto que el fin es el mismo que el de ahora, aseguramiento del 
proceso, en Roma era un procedimiento coercitivo y tenía el objetivo que el acusado 
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estuviera ciento por ciento a órdenes expresas de las autoridades, aclarando que en 
este tiempo no podía haber objeción alguna por parte del acusado. 
Profundizando más en el derecho Romano encontramos que como antecedente q se 
empleaba dos tipos de medidas, i) la custodia no libre y ii) una especie de citación 
personal, las dos medidas comprendían una relación estrecha  puesto que eran 
correlativas. La primera era esta especie de citación que a grandes rasgos era un 
proceso administrativo, el cual era emitido por el magistrado a cargo, ordenando al 
inculpado su presencia ante este, comunicándole lugar y día, debemos aclarar que 
esta primera medida se usaba para los llamados cuídanos romanos.  La segunda 
medida era aplicada a todas las personas ciudadanos y no ciudadanos, siendo 
abusiva en algunos casos. 
 
 
Roma, tuvo tres grandes épocas, la primera monarquía, la segunda 
Republicana y la tercera la Imperial, es en esta tercera época que surge 
gran preponderancia de un sistema inquisitivo total, donde se 
caracterizaba  la no igualdad el proceso que era vertical existiendo solo 
una parte que acusaba, siendo la palabra, el instrumento principal 




El imperio romano definitivamente fue la base para el nacimiento del derecho y sus 
instituciones, este antecedente de prisión preventiva tuvo gran preponderancia y se 
aplicó en tres formas: 
  In carcelum: Se aplicaba cuando el delito era  grave, debiendo cumplirse en una 
cárcel pública, aplicándose de manera inmediata. 
 La Milite Tradito: Era aplicada en personajes importantes en razón a su 
jerarquía, rango, fortuna o familia, consistía en dejar básicamente al ciudadano 
bajo la custodia de una guardia romana (uno o varios soldados) los cuales tenían 
la responsabilidad directa de esta custodia. 
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 Custodia Liberada: Usada en personajes que devienen de la realeza, poniendo 
al acusado bajo la guardia directa de un ciudadano responsable y de casta alta, 
en un castillo o familia reconocida que viviese en la ciudad. 
En la edad media, periodo en el cual no se respetaban a las personas y el trato era 
inhumano, caracterizando esta época por el desprecio e inexistencia del respeto por 
la libertad y los derechos de los ciudadanos, donde quien ostentaba el poder, era 
dueño de toda verdad.  
El trato aplicado a los procesados y delincuentes era casi inhumano insertando una 
serie métodos y castigos de carácter corporal fuera de razón, entre los que se 
desatacan, torturas, mutilación de órganos y extremidades de las personas, llegando 
incluso a quemar vivas a las personas, es por esto que en esta época es evidente 
que la prisión preventiva no existía como medio de aplicación para aquella persona 
que delinquía.  
Pero encontramos ciertas medidas de encierro que tenía una característica 
preventiva, muy parecido a los romanos, utilizado para asegurar el encarcelamiento 
del procesado hasta el momento de su juzgamiento y se aplicaba en la mayoría de 
casos para sujetos acusados de delitos graves, que atentaba contra el ordenamiento 
religioso y feudal, una característica que durante el encierro de estos sujetos era la 
aplicación de torturas, para que estos confiesen los delitos, y en la mayoría de casos 
terminaban estos encierros para seguidamente asesinar al procesado. 
 
 
En la época moderna, encontramos que el concepto de prisión preventiva 
llevado como institución, no ha tenido gran relevancia respecto a su 
evolución histórica, en otras palabras no ha habido grandes cambios ya 
que ha sido fruto de la evolución del derecho por sí mismo junto a los 
cambios coyunturales de la sociedad que han ido de la mano. (Cuesta, 
1997, págs. 30-31). 
 
 
Podemos decir que esta prisión preventiva, desde sus inicios incipientes, hasta la 
actualidad siempre ha tenido un mismo fin, el aseguramiento de procesado, 
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aclarando que cada etapa ha contado con sus particularidades. La prisión preventiva 
se caracteriza en la actualidad, de ser la medida cautelar  más severa aplicada al 
procesado, puesto se le priva de la libertad. 
 
1.2. Antecedentes Nacionales 
a. El Código de Enjuiciamiento en materia Penal de 1863 
El primero de mayo de 1863, entro en vigencia el primer código procesal en 
materia penal, el cual regulaba la prisión preventiva, en el Titulo VI, de nombre 
detención, captura y prisión de los reos, desde el artículo 70 al 76, y de manera 
específica el Art. 73, regula las formas de prisión, donde se estipulaba desde la 
ejecución de la captura del acusado, ponerlo a disposición del juez,  el juez de lo 
actuado en las primeras diligencias se le consideraba inocente, el magistrado 
podía ponerlo en libertad, y si a través de estas diligencias se probaba lo 
contrario, aseverando la existencia de un delito  se dictaba mandamiento de 
prisión en forma, una vez dictada esta medida ya no cabía la posibilidad de  poner 
al procesado en libertad, sin que se dicte auto dictado por un tribunal superior, en 
cuyo efecto era de aplicación inmediata. 
b. El Código de Enjuiciamiento en Materia Criminal de 1920 
Este Código fue promulgado el 2 de enero de 1920, bajo la Ley 4919, en el 
Gobierno de Augusto B. Leguía, entrado en vigencia ese mismo año, para nuestro 
tema  podemos decir que lo más impórtate,  es la regulación de la prisión 
Preventiva, en el libro Primero,  titulo quinto  cuyo nombre era detención del 
acusado y principio dela instrucción. No tuvo grandes cambios en relación al 






c. El Código de Procedimientos Penales de 1940 
El código de 1940, fue promulgado en 1939 bajo la Ley 9024, estaba como 
presidente el Sr. Manuel Prado Ugarteche en su primer gobierno, de lo más 
importante de este código para nuestra investigación, es que en el artículo 81 se 
estableció la llamada detención provisional del imputado. Cabe recalcar que con el 
transcurrir del tiempo la normativa ha sufrido una serie de cambios relacionados a 
las políticas y cambios en relación a las posturas generales del derecho, como el 
cambio de un sistema inquisitivo a otro como por ejemplo en nuestra época el 
garantista. 
Nuestra actual Carta Magna, pone limitaciones a la restricción de la libertad 
personal, específicamente en su Art. 2 inciso 24 literal f, que prescribe: “(…) Nadie 
puede ser detenido sino por mandamiento escrito y motivado del juez o por las 
autoridades policiales en caso de flagrante delito (…)” (1993),  de este enunciado 
se entiende de la importancia de la libertad personal puesto que es un derecho 
fundamental que todas las personas tenemos. Sin embargo la misma norma 
sustantiva prevé la intervención del aparato judicial como ente encargado para 
administrar y dirigir un futuro proceso legal. 
d. Código Procesal Penal del 2004 
El actual Código Procesal Penal está inspirado en un sistema netamente 
acusatorio, donde existe ya no una verticalidad de sujetos, sino más bien una 
interacción entre las partes, existe un ejercicio de la acción penal y ejercicio de la 
potestad jurisdiccional. 
En el artículo 268, se encuentran los presupuestos materiales de la prisión 
preventiva, evidenciándose allí que para estos casos se exige de manera 
obligatoria y fundamentada la concurrencia de graves y fundados elementos de 
convicción, estos elementos nos sirven fundamental para vincular al inculpado 
como autor o participe del hecho delictivo, a su vez para estudio de nuestra 
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investigación es importante mencionar los artículos 269 y 270, el primero implica 
el peligro de fuga, y nos da a manera general criterios que tiene que tener el juez, 
y el segundo nos da también normativa respecto al peligro de obstaculización. 
e. Ley Nº 30076 
El año 2013 se promulga esta Ley para crear protocolos y registros, cuya finalidad 
es combatir la inseguridad ciudadana, su gran importancia para nuestra materia 
de investigación está en la modificación del Código Penal, el Procesal Penal y 
Código de Ejecución penal, entre otros artículos, modifico dos de vital importancia 
el 268 y 269 del Código Procesal Penal, que manifiestan la prisión preventiva y el 
peligro de fuga respectivamente, en síntesis se quita, se suprime del articulo 268 
el segundo párrafo, referente al presupuesto material de organización criminal, 
pertenencia del imputado del mismo, y reintegración, para dictar la prisión 
preventiva bajo mandato y algo fundamental que cabe mencionar todo lo acotado 
se tomó como supuesto que el juez tendría que tomar en cuenta para hacer una 




Que el problema que se ha encontrado es la inexistencia de una 
inadecuada fundamentación dado por parte del juzgador en la imposición 
de la medida de prisión preventiva y se entiende por juzgador a todo el 




De lo anterior podemos manifestar de la existencia de esta problemática, se debe 
a que estos postulados que determinan la prisión preventiva son muy amplios, y 
se prestan a una interpretación variada, dado que muchas veces son 
influenciadas por aspectos externos. También el autor nos manifiesta que existen 
2 características: 
 Que esta discusión que ha generado una problemática respecto a los 
presupuestos materiales, deberían hacerse según el autor presupuesto por 
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presupuesto dicho en otras palabras uno a uno de forma sigilosa, puesto que 
existe una lentitud por parte de los partícipes del proceso, también a ello se le 
suma la inexperiencia de conducción en este tipo de audiencias que se realiza 
en la etapa de investigación preparatoria. 
 Así de esta forma se podría lograr un mejor debate entre las partes del 
proceso, propiciando una óptima retención de la información entregada al 
juzgador, ahora es fundamental pensar que estas situaciones tienen que 
corregirse para así poder plantear posibles soluciones. Asimismo el jurista, Ore 
nos dice:  
 
 
Que para dictar esta medida se tiene primero que plantear como objetivo 
que los fundamentos constitucionales de la prisión preventiva están 
delante de todo ordenamiento nacional, donde su inobservancia significaría 
la sustitución de un uso político de carácter criminal por otra diferente con 
los fines de un Estado Constitucionalmente dado. (Ore J. , 2014) 
 
 
De lo anterior podemos entender que ante la existencia de la injerencia de los 
medios de comunicación en las decisiones de los operadores de justicia no solo 
origina que los jueces sean investigados por el órgano de control interno  (OCMA), 
sino que y esto es lo lamentable se da  en la vulneración de la independencia que 
tiene el juez y, cuya consecuencia más importante es que se afecta su 
imparcialidad.  
Podemos manifestar que es sumamente complicado que el magistrado pueda 
resolver imparcialmente el requerimiento de prisión preventiva cuando hay 
injerencia o presión de por medio.  
Coincidimos con el jurista Ore en su conclusión porque, se puede observar  en la 
praxis judicial que los jueces quiebran o flaquean su independencia jurídica 
cuando existe presión mediática por parte de los medios de información o en 
algunos casos autoridades políticas, observado claramente en casos de 
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corrupción, o de casos de delitos culposos como el de conducción en estado de 
ebriedad, etc.  
 
1.3. Conceptos de Prisión Preventiva 
a) Prisión Preventiva 
La prisión preventiva es una medida que afecta la libertad de las personas es así 
que Peña cabrera nos dice: 
 
 
La prisión preventiva es una medida de coerción personal y procesal que 
tiene validez, donde su legitimidad se da bajó ciertos presupuestos 
materiales y formales los cuales son de manera condicional y necesarios, 
los cuales tienen que ser valorados por el magistrado al momento de dictar 
su aplicación, puesto que se encuentran previstos en la norma, para 
nuestro caso, el Código procesal Penal. (2007, pág. 712) 
 
 
Podemos entender que esta medida de coerción esta obligatoriamente regida por 
criterios que la norma sustantiva nos da, ahora para motivos de nuestra 
investigación podemos afirmar que estos criterios no son claros, o en el peor de 
los casos solo se dictan por decisiones no bien fundamentadas. Si bien está 
escrita taxativamente, la norma provoca un excesivo uso de esta medida. 
Es así que tanto el código de 1940 como el de 1991, nombraron a esta medida 
como aquella medida de privación cautelar de libertad, así el jurista San Martin 
castro nos menciona sobre esto: 
 
 
Que el Código Procesal Penal, en concordancia con lo estipulado la 
nomenclatura del art. 9.3 del Pacto Internacional de derechos Civiles y 
políticos, ha visto como mejor criterio llamarla prisión preventiva, lo que 
sería correcto teniendo en cuenta que permite hacer una diferencia de la 






Bajo este criterio entendemos que es importante tener en cuenta siempre el 
ordenamiento de los organismos internacionales, así el PIDCP, hace una 
denominación correcta.  
El uso de la prisión preventiva, es probablemente polemico y a su vez la más 
grave decisión que toma el aparato judicial, en un proceso penal, “porque 
mediante su adopción, se priva al imputado de su derecho fundamental a la 
libertad en un prematuro estado procesal en el que por no haber sido todavía 
condenado se presume su inocencia” (Gimeno J. , 1987, pág. 21), privar a un 
ciudadano de su derecho fundamental a la libertad, es afectar no solo a su 
integridad física sino también psicológica tanto para el como para sus familiares 
es por eso que consideramos que esta decisión tiene que tener estipulaciones 
criterios, claros y uniformes para no cometer injusticias. 
Con la prisión preventiva también podemos conocer la ideología de un 
ordenamiento político jurídico de un Estado, puesto que las instituciones 
generales implantadas en una comunidad, sociedad, etc. Muchas veces son el 
reflejo del pensar político ideológico de un Gobierno dado su momento coyuntural 
espacial y temporal. En el mismo sentido Neyra Flores nos dice: 
 
 
Esta medida busca el aseguramiento del proceso penal, pero a su vez es 
la forma más grave que el ordenamiento judicial utiliza, restringiendo la 
libertad personal, el TC. Manifiesta que esta medida debe ser tomada 
como ultima ratio, solo cuando es absolutamente imprescindible y 
necesario para la defensa de bienes jurídicos, descartando el uso de otros 
mecanismos radicales. (Neyra, 2010, pág. 509) 
 
 
En ese sentido, aplicarlo como ultima ratio sería lo ideal, pero en la práctica 
vemos que es de uso común, esto quiere decir, que lo utilizan como una parte 
obligatoria en un proceso, sin muchas veces contar con suficientes elementos de 
convicción, o estos no son claros, puesto que quien la pide es el fiscal y será el 
juez quien dicte dicha medida en aras de buscar la justicia. 
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Ente otras afirmaciones encontramos al profesor Gómez Colomer (1997, pág. 
150), nos precisa que la prisión preventiva es una: “Medida privativa de libertad, 
emanada del juez competente, de duración indefinida, y esencialmente provisoria, 
que tiene como necesario antecedente la dictación del auto de procesamiento.” El 
doctor Gómez, ya lo toma como una medida que atenta contra la libertada, 
compartimos este criterio pero observamos que si tiene una duración ya definida 
dependiendo el caso. Con igual criterio Cubas Villanueva, señala: 
 
 
Que la detención preventiva, reside esencialmente en privarle al procesado 
un derecho fundamental, la libertad mecánica, cuyo efecto inmediato es la 
entrada a un establecimiento penitenciario, mientras dure y se desarrollen 
las actuaciones y diligencias inherentes al proceso. (Cubas, 2004, pág. 79) 
 
 
Vemos que la mayoría de juristas manifiestan que esta medida vulnera el derecho 
fundamental de la libertad entre otros, es por eso que para que se dicte, debe 
estar completamente fundamentada.  
 
1.4. Principios de la Prisión Preventiva 
La prisión preventiva, tiene una serie de principios que son necesarios conocerlos 
para entender su aplicación es así que el jurista Roberto Cáceres nos menciona los 
siguientes: 
a. El principio de proporcionalidad 
Por este principio se vela y se exige que los procesados reciban un trato de no 
culpable, puesto que aún es inocente, en ese sentido no tienen la condición de 
condenado aun, y no se podría tratarlos de la misma forma, siendo su sentido la 
equivalencia estricta entre la medida cautelar y la condena en sí, que tiene una 
pena, así mismo dentro de este principio existen tres sub principios subsumidos 
en él y son: 
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 El de idoneidad: Por este sub principio se entiende que esta medida cautelar 
solo se aplica como máxima medida  y de uso extremo, siendo que no hay otra 
medida menos lesiva de derecho a la libertad, que cumpla en sentido estricto 
con su función, que es la sustracción al proceso por parte del procesado. En 
este mismo sentido se manifiesta que esta medida cumple dos exigencias, la 
primera no afecta un fin constitucionalmente positivo, y el segundo busca la 
idoneidad en el proceso. 
 De Necesidad o también llamado alternativa menos gravosa: Tiene un sentido 
de previdencia,  manifestando los límites  de todas las medidas coercitivas, 
fijándose en la intensidad de esta, estableciendo  el límite tolerable, siendo 
como una medidor. Debe utilizarse  como ente de advertencia con respecto al 
uso de otras medidas menos graves siendo viables para evitar el peligro de 
fuga o de obstaculización, respetando derechos fundamentales. 
 De sentido estricto o de proporcionalidad propia miente dicha: Manifiesta que 
esta proporcionalidad strictu sensu,  la suficiencia de esta medida para que el 
procesado no tenga un tratamiento abusivo, pero relaciona el riesgo del lleva 
miento del proceso con la búsqueda de la justicia. Por lo tanto  la 
proporcionalidad strictu sensu no busca la decisión proporcional, sino evitar la 
desproporcionalidad. Por lo siguiente, al respetar  también la idoneidad, habrá 
de aplicarse la debida correspondencia de la medida dictada. 
b. El principio de Legalidad Procesal 
Este principio es inherente a la aplicación del derecho, es así que en el artículo, 
253 del Código procesal Penal, dispone de manera obligatoria al sometimiento de 
la ley, incluso para privar de cualquier derecho fundamental, teniendo un doble 
sentido, el primero tiene que tener autorización judicial o legal para que no tenga 
objeciones, y el segundo manifestando que el uso de cualquier limite, tendrá que 
estar ajustado a las norma implantada según el caso. 
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c. Principio de razonabilidad. 
Por este principio se relaciona la decisión tomada por el órgano judicial en relación 
a la materialización de criterios, como una comparación de valores tomados en la 
sujeción a la decisión, con los valores imperantes en la sociedad  y el segundo 
criterio, es la búsqueda de la eficiencia procesal. 
d. El Principio fundamental a la Presunción de Inocencia 
Este principio está ligado al derecho Procesal penal, cumpliendo la posibilidad que 
todas las personas tienen por cual, no se vulneren derechos, como el de 
inocencia,  con respecto a la prisión preventiva no puede responder a fines 
estrictamente procesales, para ello se evalúa la gravedad de la infracción o delito. 
e. El principio de motivación 
Por este principio la resolución que emite la prisión preventiva debería estar 
totalmente motivada, basada en el derecho y sus hechos correspondientes, en 
relación a la prueba y el valor que se le otorgó a esta misma, “(…) con mención 
expresa de cada uno de esos elementos que motivaron la convicción y la 
resolución de aplicar la media cautelar restrictiva de la libertad” (Caceres, págs. 
173-191), este principio determina  los elementos y su relación con la decisión del 
juzgador, puesto que esta exige una vinculación dela resolución final y todo lo 
actuado, para dictar una sentencia. 
Para el caso de dictar la prisión esta motivación según Roger Zavaleta, motivar es 
fundamentar, exponer todos los argumentos facticos y jurídicos, y no equivale a la 
mera explicación o expresión de las causas probables, sino que exista una 
justificación razonada poniendo argumentos que hacen posible jurídicamente 
aceptable dicha decisión. Un claro ejemplo es la son los casos emblemáticos 





En este sentido la Resolución N° 0894-2007 de Ucayali, nos dice:  
La necesidad de que las resoluciones sean motivadas es un principio público de 
informar el ejercicio de la función jurisdiccional y al mismo tiempo un derecho de 
nivel Constitucional. Por un lado se garantiza la administración de justicia acorde a 
lo que señala la constitución (art. 138), y por otro lado y que los procesados 
puedan ejercer plenamente su derecho de defensa. 
Así por ejemplo para poder determinar la motivación de la detención judicial 
preventiva, esta tiene que tener dos características, i) ser suficiente, expresando 
por si misma las condiciones de derecho y de hechos las cuales sirvan para 
mantenerla y ii) debe ser razonada, concurriendo una ponderación de todos los 
elementos de ponderación de justificación para dicha medida, pues de otra forma 
no podría evaluarse si es arbitraria.  
 
1.5. La Regulación de la Prisión preventiva en el Perú  
La prisión preventiva, está basada en sus presupuestos procesales y en la doctrina y 
de modo específico en el Código Procesal penal es así que el jurista Claus Roxin, 
que no solo ha hecho investigación en dogmática penal, sino también en derecho 
procesal estima que: 
 
 
La finalidad de esta medida de coerción personal, tiene como función 
principal el aseguramiento del proceso dentro de este, subsume tres 
objetivos, primero asegurar la asistencia del imputado al proceso que se le 
lleva en su contra, segundo, que se garantice la realización de una 
investigación debida sin intromisiones ni obstaculizaciones, en relación a 
los hechos y tercero el aseguramiento de una ejecución de pena futura. 
(Roxin, 2000, pág. 257) 
 
 
Entendemos que la finalidad se concentra con la asistencia del inculpado al proceso, 
ya que no hay juicio en ausencia teniendo a la fiscalía como representante de la 
sociedad en la investigación del delito. 
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En relación a los presupuestos, el Código Procesal Penal tiene un modelo coherente 
con las reglas de aplicación a la prisión preventiva puesto que exige la presencia de 
dos requisitos: fomus oni iuris y el periculum in mora. Estos presupuestos están el 
artículo 268 del mencionado código contando con tres incisos, los dos primeros literal 
a y b, desarrollan la apariencia del buen derecho también conocido como fomus oni 
iuris y el tercero integra el peligro procesal. “la ausencia de uno de los requisitos 
fijados por la norma, invalida la aplicación de la prisión preventiva” (2002) Al respecto 
el jurista Neyra Flores nos dice: 
 
 
Que para aplicar estas medidas cautelares de carácter personal se tienen 
que seguir  determinados presupuestos, estos que son  de aplicación 
exclusiva a la prisión preventiva. Es entonces que mencionamos  dentro de 
los presupuestos materiales: la imputación (fumus comissi delicti), el riesgo 




Debemos aclarar por ejemplo que para algunos juristas como Ascencio Mellado o del 
Rio Labarthe, mencionan el Fumus boni iuris, entendiendo que se refiere a la 
imputación, siendo lo mismo que el fumus comissi delicti, ahora analizar estos 
presupuestos es de vital importancia para poder sustentar nuestra hipótesis. 
A. Fumus comissi delicti (Fumus boni iuris) 
Es un presupuesto material que tiene toda medida cautelar que tiene vital 
importancia puesto que hace un juicio de verisimilitud sobre el derecho, donde se 
ha pretendido dictar una sentencia final, cuya manifestación se aplica en el 
derecho penal en base al iuris puniendi, (poder del estado) respecto al inculpado 
y/o procesado.  
 
 
Como hecho antecedente o primer presupuesto a esta medida es la 
existencia de un hecho previo, al momento de dictar la prisión preventiva, 
lo que quiere decir que es materialmente imposible, decretar esta medida 




Cabe mencionar que este primer presupuesto, es tácito ya que la norma no lo 
menciona de manera expresa, pero es lógico decir que sin este hecho previo no 
existiría tal hecho delictivo. 
La norma sustantiva menciona la presencia obligatoria  de fundados y graves 
elementos de convicción, puesto que estos elementos determinaran  
razonablemente la comisión de un hecho delictivo que vinculara  al imputado. 
 
 
Los graves y fundados elementos de convicción que menciona la norma, 
son toda aquella información relevante, recopilada por la fiscalía y que 
debe ser presentada y sustentada a su requerimiento haciendo una 
descripción de estos con la existencia de un acto ilícito, tanto en sus 
aspectos objetivos como subjetivos. (Arbulu, El Proceso Penal en la 
practica, 2017, pág. 283).  
 
 
Entonces podemos afirmar que este delito tiene que tener conexidad con el 
imputado y los hechos manifestados, esto significa que haya elementos que 
prueben o vinculen como autor o participe del hecho delictivo. 
El juez debiera tener toda la información necesaria para concluir que el 
investigado es el presunto autor del hecho imputado, estos elementos tienen que 
ser ofrecidos por el fiscal. Así tenemos que la presidencia del poder judicial se 
dictó resolución administrativa (2011), la misma que comento sobre el 
presupuesto lo siguiente:  
 
 
Que este presupuesto material tiene un carácter especial (genérico) y 
encierra varios fundamentos como la existencia de graves y fundados 
elementos de convicción, un juicio judicial de imputación que estima el 
grado de peligrosidad que el procesado es posiblemente el autor del delito 
objeto y materia de investigación. (Resolucion Amnistrativa, 2011) 
 
 
Podemos manifestar que la prisión preventiva es dinámica, lo que quiere decir que 
se tienen que analizar caso por caso, en el transcurrir del tiempo, los datos 




Otro elemento que es importante mencionar es la posible existencia de una causa 
de justificación, exención o extinción de responsabilidad penal  en la imputación 
delictiva. Así Gimeno Sendra nos dice:  
 
 
La posible probabilidad de efectuar una condena queda totalmente 
descartada, en caso en que se acredite la existencia de uno o varios 
elementos que eximan o impidan sancionar al imputado penalmente, todo 
esto viene constituido por un hecho, sobre el que podría recaer una causa 
de justificación. (Gimeno S. , pág. 439) 
 
 
Es claro que nuestra legislación, existen acepciones, las cuales podrían no 
solamente atenuar la pena, sino también menguar toda responsabilidad, siempre 
que está estipulada en la norma.  
El jurista San Martin Castro (Montero, 2006) citando a Montero nos señala dos 
reglas para la utilización del fumus bonis iuris o fumus delicti comissi y son: 
 La perseverancia del hecho que presenta las características del delito, tienen 
que estar  atribuidos a aspectos objetivos y a su vez mostrado en la 
investigación, siendo para este caso en específico un elemento que de 
seguridad. 
 El juicio realizado al imputado debe tener un elevado índice de certitud, 
verisimilitud, en la participación del hecho delictivo.  
B. Periculum in mora (peligro procesal) 
Este principio es el segundo presupuesto que se pide para dictar la prisión 
preventiva, también conocido como peligro en la demora procesal. “(…) la 
duración de un proceso puede constituir una ocasión propicia para que la parte 
pasiva del proceso penal realice actuaciones que puedan derivar  en la 
infectividad de seste y de la sentencia que le pone fin.” (Gutierrez , pág. 131).  




El Código Procesal penal  en su artículo 268, tiene presupuestos basados en una  
estricta concepción de cautela, siguiendo la línea fijada por el Tribunal 
Constitucional que nos dice: 
 
 
El peligro procesal  que deviene de la existencia o no de un hecho 
delictivo, se basa en el análisis de hechos y circunstancias que tienen lugar 
antes u durante el camino del proceso, siendo estos ligados a actitudes y 
moralidad del procesado, sus bienes su ocupación su lugar de residencia  
permitiendo realizar un análisis de objetividad, previa a la posible 
determinación de su responsabilidad, poniendo en riesgo la investigación y 
la eficacia del proceso. La ausencia de estos criterios de perturbación en la 
investigación o evasión del inculpado al proceso terminan convirtiéndolo en 
un caso arbitrario. (2004) 
 
 
En un sentido parecido, nos dice Talavera Elguera, para quien los supuestos 
constituyen un aporte del Código, teniendo en cuenta que en la práctica, esta 
calificación del peligro procesal no es homogénea y muchas veces es de 
aplicación arbitraria y subjetiva. Así el jurista Arbulu nos dice: 
 
 
La norma establece una serie de elementos los cuales construyen la 
posibilidad que el procesado, basados en sus antecedentes y 
posiblemente otros factores externos, particulares al caso que este, quiera 
eludir el proceso, obstaculizando así la acción judicial.  (Arbulu, El Proceso 
Penal en la practica, 2017, pág. 284) 
 
 
Es posible pensar, que el ser humano tiende de manera subjetiva, a poder 
defenderse pero no, de forma adecuada sino más bien, en un sentido primitivo 
querer escapar ante el peligro que se le viene, ya en nuestro contexto esto estaría 
relacionado, a todos los elementos del peligro procesal, dependiendo mucho de la 






1.6. El Peligro de fuga 
Para analizar el peligro de fuga, primero debemos determinar, entender de manera 
concreta que es el peligro procesal ya que este presupuesto engloba al peligro de 
fuga, durante la presente investigación hemos considerado que la valoración que se 
hace debe estar basado en elementos  sólidos y juicios certeros, el cual no admitan 
ningún tipo de duda, pensamos que el criterio o esta valoración debe estar esgrimida 
de acuerdo a normas de rango constitucional, para que no se violen principios 
fundamentales de las personas así como Pronunciamientos de organismos 
internacionales.  
Al hacer el análisis de este presupuesto encontramos que tiene un esencial carácter 
subjetivo, ya que las condiciones personales del sujeto imputado se tienen que 
establecer en demostrar la existencia o no del peligro procesal. Bidart Campos nos 
dice acerca de la importancia del peligro procesal se evidencia en: 
 
“(…) no es la gravedad de la conducta delictuosa ni la dimensión de la 
sanción penal que está adjudicada a esa conducta lo que justifica la 
privación de la libertad; un delito menos puede justificar la privación de la 
libertad durante el proceso si hay riesgo de que la finalidad del proceso se 
vea Burlada y esquivada por la persona a la que se delito se le imputa” 
(Birdat, 2000, págs. 37-38) 
 
 
De lo anterior mencionado por el autor podemos entender que el peligro procesal no 
necesariamente está ligado a la gravedad de la conducta ni la amplitud de la pena 
pues esto no justifica privar al imputado de derechos de superior jerarquía como es la 
libertad, es entonces que el fin del proceso se afectado básicamente por la misma 
persona, el imputado en este caso en específico, al no querer colaborar con el 





Esta misma posición adopta el jurista Noguera Ramos; el considera que este 
presupuesto está íntimamente ligado a criterios subjetivos y a su vez manifiesta que 
existe una  discrecionalidad cuyo margen es grande, facultad que tiene el juez,  “(…) 
en puridad es la regla más importante y que fundamenta la legitimidad de la 
detención” (2002, pág. 226) 
Otro punto de vista la encontramos en una revista jurídica, manifiesta que:  
 
 
Este llamado peligro procesal evoca al tema alusión al periculum in mora 
que viene a constituir  una medida cautelar referida a los riesgos que se 
deben prevenir para así poder evitar la no realización de un proceso 
normal, implicando una mayor duración. Otro criterio se aplicaría si la 
sentencia se dictara de manera inmediata, ahí esta medida cautelar 
carecería de fundamento y no tendría justificación alguna su pedido, 
existen ocasiones donde se impone adopción de resoluciones cuyo fondo 
anticipan efectos materiales de la pena. (Idem, 2010) 
 
 
Las medidas cautelares vienen a ser presupuestos procesales que buscan asegurar 
la viabilidad y desarrollo del proceso, dicho en otras palabras, que el proceso cumpla 
con su fin, solucionar un conflicto en  este caso, de ámbito e interés público, como 
proceso penal ya que este no solo afecta a una persona sino a todas y es el 
ministerio público que encomienda al Fiscal, velar por los intereses de todos, dicho 
esto tendrá que velar también que este proceso no sea excesivamente largo y 
tedioso, diferente seria que una sentencia se emita en el acto, se debe esgrimir que 
si se dicta esta medida es porque se tiene certeza y solo estaría anticipando la pena 
concreta que dictara el juez al final del proceso. Del punto anterior según Pujadas 
Tortosa, citado por Neyra Flores nos dice que: 
 
 
El periculum in mora desarrolla el riesgo de peligrosidad y frustración 
procesal, esta segunda se refiere a la eventualidad de ausencia de 
requisitos sustantivos, el cual no posibilita el proceso, no obstante a la 
vigencia de necesidad y legalidad. Por otro lado la peligrosidad es la 
aptitud y actitud del sujeto pasivo para materializar el riesgo de frustración 
al acceso o alteración de los elementos esenciales de la resolución. 




Entendemos de lo anterior que existen dos elementos importantes en el riesgo el 
primero la peligrosidad vinculada al sujeto procesal para materializar la esencia del 
proceso, y el segundo  la frustración básicamente manifestada a requisitos 
sustantivos. 
En relación al peligro de fuga Neyra Flores (2010, pág. 516) nos dice: “Este peligro 
está relacionado a la posibilidad que el procesado se sustraiga de la acción de la 
justicia y no se pueda cumplir con los fines del proceso”.  Es decir que el imputado ya 
sea por diferentes razones como miedo a la pena, a no querer pagar una reparación 
económica, gastos procesales, pérdida de tiempo, y no teniendo arraigo domiciliario 
este se vaya a su lugar habitual de residencia. Para esconderse por un sentido 
básico de súper vivencia 
Lo que hace la investigación, es causar un problema grave tanto psicológico como 
físico, si bien el procesado está protegido por el derecho de inocencia y a la no 
incriminación el jurista castro (2010, págs. 92-93), nos manifiesta que el procesado 
tiene la obligación de participar y colaborar con toda la investigación judicial, que le 
exijan, siguiendo la línea también causa perjuicio al órgano jurisdiccional puesto que 
si este se aleja o no asiste al proceso el juicio oral no se podrá llevar a cabo, pues su 
asistencia es obligatoria. 
El juez para valorar y determinar el peligro de fuga tendrá que tomar en cuenta, los 
arraigos uno de ellos y de vital importancia es, el domiciliario (residencia habitual, 
familiar), el laboral (determinado por su condición de trabajador si tiene estabilidad) y 
a todo esto sumarle la posibilidad que tiene el imputado de abandonar el país o 
permanecer oculto.  
 
 
La RAE define a la palabra arraigo como toda aquella acción y efecto de 
arraigar, cuya  acepción significa echar o criar raíces además, también 
significa establecerse de manera permanente en un determinado lugar, 
donde existe vinculación con cosas y personas. (2018, pág. 21) 
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En ese sentido, la doctrina  señala que el arraigo se manifiesta en el país (domicilio) 
del inculpado  está determinado pos su habitualidad  residencial, y laboral, a ello le 
suma el precepto de calidad, que se le debería sumar como parte rectora a estos 
presupuestos. 
Ante esto, para acreditar el arraigo en nuestro sistema judicial, se debe presentar, 
certificado laboral, domiciliario, si constituye familia y esta dependa de él, etc. Para 
demostrar al magistrado, que no tendría motivos para huir, entonces este arraigo 
demuestra que no hay una posible fuga. 
Nuestro TC. En sentencia N° 5490-2007-HC/TC ha señalado que: 
 
 
El peligro procesal debería ser analizado y contextualizado 
sistemáticamente con una serie de elementos que durante e incluso antes 
del proceso, afecten el llevamiento del proceso, a la par debe estar 
relacionado con la subjetividad moral, vida objetiva del procesado, 
(ocupación, vínculos familiares, bienes materiales, etc.), estos aspectos 




En el expediente en concreto, se ha resuelto, que debe existir un orden sucesivo 
entre las ideas y la argumentación dada por el magistrado, aseverando que en este 
caso no se tuvieron  considerados algunos elementes importantes, que están en los 
autos, quitándole una evaluación significativa, afectando así el grado de la pena 
aplicada. Tales como valores, su profesión, su aporte a la sociedad mediante su 
intelecto, su manifiesto arraigo familiar, etc.  Descartándose así las menor minina 
intención de fuga u ocultamiento, demostrándose con esto que el termino arraigo 
puede ser tomado como clausula abierta, por ejemplo hasta ser un profesor que 
enseña en la universidad debería ser valorado de una manera positiva. Ante lo 
mencionado por el Tribunal Constitucional, el jurista Del Rio Lavarte nos dice: 
 
 
La ausencia del arraigo no configura por sí misma un peligro (fuga, 
ocultamiento), del procesado al proceso judicial, para presumir esta 
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sustracción de evasión de justicia, es importante tener muchos más 
elementos que complementen la posibilidad de una fuga. (2008, pág. 667) 
 
 
De lo manifestado tanto por el tribunal como por Lavarte, para determinar el arraigo, 
se tienen que presentar a los requisitos ya presupuestos en la norma, otros que 
vienen implícitos en los valores claros que devienen del mismo procesado y a su vez 
en criterios objetivos que el mismo legislador debe tener en cuenta. Ahora podemos 
manifestar dos aspectos que devienen de las mismas sentencias del tribunal las 
cuales son: 
a) El tiempo de la pena debería ser resultado de un proceso firme y motivado, así el 
expediente N° 1091-2002-HCITC,  que dictar la prisión preventiva antes de una 
sentencia condenatoria, no se trataría de una sanción de carácter punitivo  puesto 
que su validez dependen de motivos proporcionales que están en la norma. 
Por el contrario no basta con justificar la prognosis de la sanción penal, con la 
sentencia futura, puesto que el imputado  aún no tiene condición de procesado, 
puesto que esto sería contravenir el principio de inocencia. La Comisión 
Interamericana en el informe 2197 señala: 
 
 
Que no solo es suficiente aplicar una sentencia donde la cuantía de la 
pena está plenamente normada, sino que es la posible fuga del imputado, 
materia de análisis principal a ello, se debe considerar varios elementos, 
incluyendo la ética y valores morales, demostrados por el imputado. 
(Humanos C. A., 2013) 
 
 
En este sentido la Comisión interpreta que la privación de libertad sin remisión de 
sentencia, no debiera estar basada solo en una acusación de una participación en 
un hecho delictivo el cual es repudiable socialmente, finalmente nos dice que para 
tomar una medida cautelar como es la prisión preventiva, no debería usarse o 
convertirse en una especie de sustitución de la pena efectiva. 
Bajo este mismo criterio el Tribunal Europeo de derechos Humanos ha dicho: 
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El peligro o riesgo de fuga no solo se puede observar sobre una base 
punitiva de sanción, también se debe analizar  coyunturalmente un una 
serie de factores que complementan  la existencia de un peligro real de 
fuga, incluso si este peligro fuese mínimo, para justificar la medida, por 
consecuencia, el solo hecho que esta sanción  penal sea elevada y por 
ende grave no podría sustentarse tomar esta medida de coerción personal. 
(Caso: Neumesiter vs Austria, 1968) 
 
 
De lo manifestado por estos organismos internacionales, creemos que comparten 
criterios los cuales deberían ser tomados en cuenta, en otras palabras no basta 
con una interpretación literal de la norma, a ello se tendría que aplicar esta serie 
de criterios como complemento, para que así se lleven procesos donde se aplique 
una verdadera justicia. 
b) La actitud que el procesado tiene y el daño resarcible, son factores así en 
referencia al daño se considera que este debe llevarse en materia civil, y por 
consecuencia no tendría que ver con el peligro procesal Penal lo que se podría 
dar es un embargo para asegurar los fines del proceso y este siguiera su curso, 
distinta es la figura cuando es el mismo procesado tenga la actitud de querer 
reparar el daño que ocasiono, puesto seria parte de la llamada buena conducta 
del procesado, que también es analizada en el proceso. Ante esto el jurista Del 
Rio Labarthe nos dice: 
 
 
Que en el supuesto del caso que el procesado no tenga una actitud  
positiva y voluntaria de resarcir el daño ocasionado, el cual aún no ha sido 
declarado culpable, no podría ser tomado como una actitud de mala fe, y 
por consecuencia la falta de un buen comportamiento procesal. (Del Rio, 
2008, pág. 58) 
 
 
En este sentido compartimos el mismo criterio que menciona el jurista, esta actitud 
debe ser valorada una vez emitida la sentencia, y no antes entendiendo que no se 





1.7. El Peligro de obstaculización  
Neyra Flores, nos manifiesta acerca del peligro de obstaculización que: 
 
 
Que son criterios que sirven para determinar perturbación y/o 
obstaculización procesal de ámbito probatorio los cuales son: ocultar, 
suprimir, destruir  o falsificar fuentes de recaudación de las pruebas, 
también a ello se le puede atribuir, influir para que las personas 
denominadas testigos y peritos den información fraudulenta, a ello se le 
suma su actitud desleal a colaborar con el proceso. (Neyra, La Prision 
Preventiva, aportes para contar con mejores metodos de optencion de 
informacion de calidad, 2010, pág. 520) 
 
 
En concordancia con el  autor podemos agregar que son todos estos aspectos que 
devienen de la parte que ha sido inculpada de haber cometido un hecho delictivo, así 
en términos, no quiere colaborar con el proceso y es más pone obstáculos para que 
no se pueda realizar una verdadera investigación. 
 
Entendemos como manifiesta la doctrina que estas conductas fundamentan este 
peligro, pero tienen que ser conductas concretas y no solo percepciones abstractas, 
un ejemplo seria, no bastaría manifestar que el imputado tenga un cargo alto en una 
entidad del estado, lo que devendría en utilizar su puesto o cargo jerárquico en  
beneficio personal, esto debe estar plenamente probado y corroborado por una 
investigación seria, la cual sería de competencia exclusiva de la fiscalía en 
colaboración del aparato policial especializado. 
Ascencio Mellado en relación al artículo 255 del Código procesal penal nos dice que:  
 
 
Que cualquier dictamen que tiene carácter personal que dicta una medida 
de cautela penal sea exigido por una previa petición fiscal,  ante un juez,  
también manifiesta que el fiscal y el imputado tienen la acción de poder 
ejercer poder impugnar  cualquier resolución emitida en el proceso. 
 
 
En concordancia con la aplicación de la norma, primero es el fiscal quien investiga y 
propone mediante requerimientos, pero la decisión final la toma el magistrado, es por 
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ello que el asume toda la responsabilidad, ahora esto va de la mano con todos los 






































ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACION 
 
2.1. Antecedentes de Legislación Internacional  
1) Chile  
El artículo 140 del Código procesal chileno, habla de los requisitos para ordenar la 
prisión preventiva, las cuales primero se tiene que dictar la formalización de la 
investigación, a petición expresa del querellante o el ministerio publico los cuales 
son: 
 La existencia de antecedentes, los cuales justifiquen el hecho delictivo, 
iniciándose así una investigación. 
 La existencia de hechos antecedentes de la presunción que el inculpado tenga 
una participación expresa en el cometimiento  del presunto delito como parte 
autora o cómplice. 
 Que existan elementos contundentes  los cuales han sido calificados  
anteriormente que permitieren al aparto judicial dictar la prisión preventiva y 
que esta medida sea objeto indispensable para la realización de las diligencias  
de investigación, o también que la libertad del procesado sea considerada 
peligrosa para la seguridad del perjudicado o la misma sociedad. 
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De la prisión preventiva se desprende, que se aplica para que la realización del 
proceso sea exitosa, y se funda en la sospecha que se tiene del  inculpado que 
este quiere obstaculizar la investigación. Para determinar si esta medida debe ser 
tomada,  puesto que afecta a la libertad individual, así también los tribunales 
chilenos toman en consideración algunas circunstancias como: i) la gravedad de 
la pena que contempla el delito, ii) la cantidad de delitos que se le presuponen al 
imputado, iii) si el procesado tiene procesos en trámite,  iv) si el inculpado tiene 
alguna medida restrictiva de cautela en su contra (libertad condicional o cuenta 
con algún beneficio alternativo a la ejecución de una pena), v) la existencia de 
algún tipo de condenas anteriores y vi) si el procesado ha actuado solo, en un 
grupo o pandilla. También a estos elementos se le suma la seguridad personal del 
perjudicado esté en peligro por participación directa  del procesado. 
2) Colombia  
Actualmente está en vigencia la Ley N°1760 del año 2015 que modifica 
parcialmente  la ley 906 del 2004, que contienen las Medidas privativas de libertad 
de aseguramiento.  
Esta ley impone la detención preventiva en los establecimientos penitenciarios y la 
detención preventiva el domicilio del procesado. A su vez se manifiesta una 
exigencia en la valoración que realiza el juez para que realice un control de 
garantías en la imposición de medidas privativas de libertad.  
El estatuto procesal penal colombiano en su artículo 308, determina los  cuales 
son los requisitos para la imposición de una medida de aseguramiento en contra 
del inculpado, siendo el juez garantista quien dicte ella, cuando de la sustracción 
de los elementos probatorios recopilados legalmente, se infiera que el procesado 
sea autor o participe de un hecho delictivo y además a ellos debe concurrir los 
siguientes requisitos:  
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 Que dicha medida de aseguramiento justifique la necesidad de ser tomada, 
para evitar que el inculpado obstaculice el ejercicio debido del aparato judicial. 
 Que el inculpado manifieste un peligro un peligro real tanto para la víctima 
como para la seguridad dela sociedad.  
 La evidencia que el inculpado no vaya a comparecer al proceso. 
Encontramos también en la legislación colombiana un pronunciamiento con 
respecto a que estos requisitos son de señalización expresa constituyendo en si la 
reunión del cumplimiento de los fines constitucionales  y aspectos legales de la 
detención preventiva los mismos a los que se refieren en la sentencia (Sentencia 
774), que están diferenciados en tres grupos y son: i) el riesgo de obstaculización, 
viene a ser la necesidad de aplicación de la medida para que  el imputado evite la 
realización del proceso, ii) el riesgo de reiteración, viene a ser el peligro que 
provoca el procesado para la seguridad de la sociedad y el perjudicado, y iii) el 
riesgo de fuga, que viene a ser la necesidad del aseguramiento de comparecencia 
del inculpado al proceso.  
 
En el primer apéndice queda manifestado en todos los aspectos referidos al   
entorpecimiento que el imputado tiene frente a la actividad probatoria, el segundo 
apéndice, manifiesta el peligro real y existente que deviene del imputado hacia la 
victima expresado de manera directa, y el tercer apéndice se refiere a la 
incorporación de todos los elementos relacionados con la posible fuga del 
procesado. 
Algo importante que merece mencionar respecto a la legislación colombiana 
referente el al tema es que existen requisitos para tomar estas medidas en 
relación a buscar el aseguramiento  de  la detención preventiva y domiciliaria que 
son: i) la existencia de una inferencia concreta y razonable de la conducta 
delictiva, ii) que exista inferencia de la autoría, hecho por el cual se habrá una 
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investigación, iii) concurrencia de los requisitos estipulados en  el artículo 308 del 
ordenamiento procesal penal colombiano, y iv) prohibición de imposición la 
medida de aseguramiento teniendo en consideración  la conducta punible del 
investigado.  
3) Costa Rica 
En materia de prisión preventiva encontramos la Ley N° 7594, que dicta las 
medidas cautelares  de carácter personal. 
Algo de resaltar en esta ley, que busca y lo manifiesta de forma expresa que 
busca la no  afectación  perjudicar lo menos posible a la parte procesada,  dado 
que considera que la libertad individual es fundamental y solo puede ser afectada 
conforme a las disposiciones de la norma,  ahora si se dictase prisión preventiva 
esta tendrá que ser proporcionada a la pena interpuesta en el proceso. 
 
2.2. Antecedentes de investigaciones realizadas referente a la Prisión preventiva  
Dentro de estos antecedentes hemos encontrado muchas tesis o trabajos de 
investigación, hemos hecho una recopilación que nos han servido como ejemplo 
teniendo como criterios que no tengan una antigüedad de más de 10 años de 
realizado.  
A. (Almeyda) 2016, en su tesis titulada, la Prisión preventiva y el principio de 
proporcionalidad en el distrito judicial de cañete 2016. En la presente 
investigación se arribaron a las siguientes conclusiones:  
 Que también existen otras medidas que podrían lograr los fines que 
tiene esta medida, la realización del juicio oral con la presencia del 
imputado, dado que la prisión preventiva es de aplicación 
excepcional, y la libertada es una regla  esta libertad se protege 
con la aplicación de garantías como el debido proceso, por ejemplo 
la comparecencia con restricciones es una medida idónea de 
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aplicación para asegurar el proceso, otra forma seria la caución que 
también tiene el mismo objetivo. 
  El dictar la prisión preventiva tiene influencia directa en relación a 
la vida íntima del procesado.  Limitándole su libertad de tránsito, 
también genera un impacto familiar, laboral, perjudicándolo de 
manera irreparable. 
B.  (Cabana) 2015, en su tesis  titulada: Abuso del mandato de prisión 
preventiva y su incidencia en el crecimiento de la población penal en el 
Perú, en la ciudad de Juliaca, Perú, en la presente investigación se 
arribaron a las siguientes conclusiones:  
 Nos dice que la prisión preventiva es una medida que tiene un 
carácter personal, y de naturaleza acorde a su finalidad, 
garantizando el proceso y la futura pena. 
 Con respecto al crecimiento acelerado de la población 
penitenciaria, este se debería a muchos factores  los cuales se 
podrían tratar de mejor manera, el excesivo uno de esta medida 
suma a este crecimiento pese a que existe el principio de 
inocencia, estos procesados sin sentencia son enviados a centros 
penitenciarios esperando un juicio.  
 
2.3. Posiciones respecto a la Prisión Preventiva 
A. Como Institución del Derecho  
Podemos manifestar que como institución procesal es una de las que más ha 
recibido una serie de críticas así Miranda Aburto nos dice: 
Puesto que suele ser quizá el aspecto más polémico de todo el proceso 
penal en la actualidad, así por ejemplo en nuestro país no ha sido 
diferente, pues la normativa que rige está posibilidad ha ido cambiando en 
diversas oportunidades en los últimos años, así su contenido como su uso 
práctico está bajo constante cuestionamiento, la prisión preventiva es vista 
como una anticipación a la pena futura, siendo así que el procesado está 
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en la misma condición que un condenado pero sin juicio, constituyéndose 
una violación al principio de inocencia. (Miranda, 2014, pág. 91) 
 
 
En la actualidad el ciudadano que es privado de su libertad, debe recibir un trato 
justo y digo en relación a sus derechos fundamentales, en especial el derecho 
denominado a la dignidad, siendo los encargados de velar estos derechos los 
mismos ciudadanos, es así que tanto los operadores de justicia del  aparato 
judicial en concordancia con las fuerzas policiales deberían cumplirlo, pero nos 
damos cuenta que en la realidad esto no funciona así. 
Entre los juristas que apoyan esta postura se encuentra Manuel Sánchez Sarto 
quien hace una analogía de lo que dice Hobbes de su obra el Leviatán, quien 
manifiesta que la prisión preventiva “(…) no es una pena porque nadie se supone 
que ha de ser castigado antes de ser judicialmente oído y declarado culpable”. 
(Sanchez M. , 1980, págs. 258-259).  Por  consecuencia cualquier perjuicio o daño 
que sufra en imputado, antes de la sentencia va contra la naturaleza de la medida 
preventiva. Ahora bien en nuestra normativa esto está penado, porque implicaría 
una mala inflexión por cometimiento de la autoridad pública, viéndolo como 
transgresión efectuado por parte del estado. 
 
Bajo esta misma percepción encontramos a Feuerbach que sostiene que “Con la 
prisión preventiva no puede asociarse para el prisionero un mal mayor que es 
necesario para impedir la fuga o la colusión con sus coinculpados”. (1989, págs. 
331-332). Es claro que la prisión preventiva busca asegurar el proceso, sin 
embargo, creemos que no puede tratarse de igual forma aun procesado como a 
un sentenciado, además a ello no tenemos la logística suficiente (cárceles), las 




La doctrina con respecto a la prisión preventiva se encuentra dividida en dos 
aspectos, es así que para Ortells Ramos manifiesta que: 
 
 
Para algunos juristas solo el fin justifica los medios, es así que el 
aseguramiento de llevar el desarrollo del proceso es digo de ser protegido 
como cautela, y para otros juristas, está determinado por el aseguramiento 
de la pena futura.  A ellos podemos manifestar  una tercera línea 
relativamente mayoritaria que manifiesta que estas medidas cautelares 
están para servir a ambas tesis, creando una postura de doble finalidad. 
(Del Rio, 2016, pág. 71) 
 
 
En relación a estas posturas, estamos de acuerdo con la tercera puesto que el fin 
de dictar dichas medidas está relacionado con el aseguramiento del proceso, 
asegurar la pena y a ello le sumariamos que se cumpla el resarcimiento del daño 
ocasionado. 
Ferrajoli manifiesta que quien termina justificando la prisión preventiva es el 
mismo hecho delictivo, ejemplo es de aplicación  en  delitos muy  graves, pero a 
partir de exigencias motivadas y limitadas (1997, pág. 560).  Es cierto que hay 
delitos leves y graves, entre ellos por ejemplo la flagrancia, cuyo debate judicial 
son obvios, ahí la prisión preventiva debe ser de saque, pero en delitos leves, si 
bien no se puede demostrar arraigos, pero debemos pensar que en un país como 
el nuestro que el 50% de ciudadanos, viven en inestabilidad, simplemente debe 
haber más criterio. 
B. Como Norma social de convivencia 
Esta posición propugna la  expulsión de la prisión preventiva como una de las 
medidas coercitivas que se aplica al proceso penal. Uno de los juristas que apoya 
está apoyada por Zaffaroni que manifiesta que esta medida es un tipo que el 
estado utiliza para para establecer coerción, como tal tiene un índole político, en 
términos mientras más extensa sea, será más violatoria, constituyéndose así en 




Cuando se debate de derecho, bajo  términos razonables del pedido de 
prisión preventiva nos referimos a ciertos límites de tolerancia a ese injusto 
ius humanista. Estaríamos  hablando de límites que tiene la prisión 
preventiva, manifestando que no hay dudas que es un absurdo” (Zaffaroni, 
1999, pág. 37) 
 
 
El autor nos manifiesta que esta medida de coerción limita con la tolerancia de 
posturas que respetan los derechos humanas, es mas en un sentido amplió la 
considera absurda, claro siendo que Zaffaroni es garantista es de suponer que el 
protege y vela por derechos constitucionales enmarcados con valores en respeto 
a la justicia. Otro jurista que también apoya esta postura  es vítale que nos dice: 
 
 
Nos manifiesta que la prisión preventiva  no tiene legitimidad y a su vez se 
debe abolir  esta prisión que impera al no condenado puesto que ellos aún 
tienen a favor principios como el de ennecia y peor aún no tienen una 
sentencia el cual restrinja su derecho a la libertad. (Vitale, 1990) 
 
 
En términos generales hay algunos juristas que consideran que esta medida es 
inconstitucional, puesto que contraviene derechos instituidos en él, al dictar esta 
medida estaríamos aplicando la imposición de una pena privativa anticipada.  
 
2.4. Teorías  
2.4.1. La Teoría Cautelar  
Por esta teoría, se entiende que la prisión preventiva tiene carácter provisional, 
entendiendo que está bajo un tiempo determinado. Es considerada que está 
bajo el supuesto  del nacimiento protector del estado, que busca establecer su 
coerción, un claro ejemplo es que el aparato judicial manifiesta que no es una 
pena sino una medida que tiene in fin de cautelar, utilizando la necesidad  de 
aplicación para ratificar el fin del proceso.  
Dicho en otras palabras  justifica esta medida y para ello aplica el poder de 
coerción, pero debería hacerse siempre y cuando se respetasen los derechos 
fundamentales que todos los seres humanos tenemos. Para fundamentar esta 
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teoría  se ha buscado referentes operadores de justicia tienen la misma línea 
entre los cuales destaca: 
a. Richard Concepción Carhuancho 
El juez nos dice que  prisión preventiva es una medida que se toma en base 
a principios de independencia basada en criterios de conciencia con arreglos 
a la constitución y en la ley. (2018) 
Entendemos  de lo que dice el jurista es que la prisión preventiva es la 
última ratio que se aplica solo en un caso donde el derecho es evidente, 
basado sobre todo en un principio de independencia. 
El jurista nos dice que existe dos posturas una constitucionalista que protege 
los derechos del imputado pero esta a su vez no ha prosperado la cual se 
basa en el garantismo y otra no constitucionalista, basada en el 
razonamiento e independencia de los operadores de justicia que lo que 
buscan es proteger la justicia basados en el criterio, razón y ley. 
2.4.2. Teoría Garantista  
Esta teoría penal tuvo sus orígenes en la  década del 70, siendo uno de sus 




“(…) que designa cualquier técnica de tutela de los derechos, y en 
particular de los derechos fundamentales; es decir, cualquier sistema de 
límites y vínculos, de prohibiciones y de obligaciones dirigidas a los 
poderes públicos, e idóneas para asegurar efectividad a los derechos 
fundamentales establecidos por la Constitución.” (1997) 
 
 
Esta es una postura doctrinaria, que consiste en que el procesado acuda a los 
requerimientos de la investigación del proceso en específico la audiencia de 
prisión preventiva, bajo todas las garantías que la constitución le provee, 
(derecho de defensa, tener un debido proceso entre otros), esta postura 
manifiesta un reconocimiento a la libertad individual, y sugiere medidas 
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optativas que se deben tomar antes de vulnerar la libertad, donde el estado y 
su persecución que realiza en un proceso judicial, tiene que estar limitada a la 
norma de carácter constitucional. Cabe mencionar que en nuestra legislación el 
garantismo está estipulado en el Código procesal Penal en el artículo IX del 
título preliminar. 
a) Francisco Celis Mendoza Ayma 
El jurista nos dice que la esencia, del proceso penal, se encuentra en el 
principio contradictorio, está regido epistémicamente. Solo pensamientos 
retrógrados de vinientes del pasado pueden considerarla como un simple 
formalismo. Agregándole a ello que este principio elimina datos 
sospechosos  como conjeturas, prejuicios, máximas de experiencia propias, 
siendo que el principio contradictorio, entrega información objetiva puesto 
que esta se realiza en sujeción a un control directo, oral e inmediato, 
dándole valor verdadero en cualquier etapa del proceso. 
 
 
Perjudicar la vida de un ciudadano con la imposición  de una mala medida 
de coerción personal, tendrá efectos irreparables, puesto que esta medida 
ha sido sustentada en elementos de convicción unilaterales y sin un control 
debido, es autoritario, justificado en argumentos de lucha contra la 
injusticia y corrupción moviendo ase un sentir de emociones que no tienen 
fundamento. (Mendoza , 2018) 
 
 
Hemos completamente de acuerdo con el enunciado anterior puesto que 
esta medida, como anteriormente se manifestó puede tener efectos 
irreparables, y la pregunta sería como estaría el ciudadano después de 
haber permanecido en una prisión solo por el hecho que le impusieron 
prisión preventiva, cuando al terminar el proceso se demuestra que este era 
inocente, bastaría con el solo hecho de decirle disculpa,   fue en aras de la 




b) José María Ascencio Mellado 
El jurista nos manifiesta que esta medida  afecta el principio de la 
presunción de la  inocencia, que tiene un reconocimiento  constitucional 
expreso, y estos a su vez en el tiempo se han ido desarrollando a nivel de 
jurisprudencia y legalidad, nos dice de ser un derecho de forma se ha 
igualado al principio indubio pro reo, ahora es considerado un principio 
fundamental, que dirige el proceso probatorio de ámbito penal, limitando 
así el poder que ejercen los jueces, corrigiendo las actuaciones policiales 
que se realizan de forma ilícita, todo  esto ayudan a un mejor 
desenvolvimiento en  la realización de un proceso. 
Ahora todo lo mencionado está directamente relacionada con llevar un 
proceso sano y justo, ahora la prisión preventiva debe ser tomada como 
ultima ratio, una vez agotada todas las medidas posibles, en beneficio del 
justiciado como la aparte acusatoria. 
 
2.5. La Teoría Eficientista 
La Teoría Eficientista, propone la subordinación de la libertada individual al poder 
estatal, entendiendo que esta se aplica cuando sucedieran eventos  especiales tales 
como emergencias o problemas sociales en cuyo efecto se aplica el poder punitivo 
que tiene el estado, también se justifica este uso en uso de la coyuntura polito-social, 
el efecto principal seria que si se utiliza esta teoría se podría vulnerar derechos de 
los ciudadanos en el caso específico de la prisión, vulnerar el derecho a la libertad de 
tránsito. El jurista Arsenio Ore Guardia citando a Binder, (2016, pág. 134), nos dice: 
 
 
La restricción de la libertad individual es la excepción que se aplica cuando 
se dicta prisión preventiva, la regla general es la prisión  (pena), el 
pensamiento de libertad es subjetivo ya que dado el caso, el estado puede 
restringir este derecho dependiendo de la situación, puesto se puede 
manifestar en cualquier momento, si así lo decidiese quienes están a cargo 
de la administración de justicia, incluso entendiendo que existen 
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procedimientos que cuentan con limitaciones esgrima das en la misma 
norma, pero ello no impediría que los operadores de justicia persigan e 
incluso se parcialicen por una causa.  
 
 
En ese sentido el estado en aras de la búsqueda de la verdad y justicia podría 
restringir el derecho a la libertad de tránsito,  los fiscales, los jueces y los policías, 
representan al estado, entonces ellos serían los encargados  de hacer cumplir esto, 
ahora si nos ponemos en la situación que estos administradores de justicia se 
parcialicen, lo que sucedería seria no perjuicio al procesado sino también un injusto 
para toda la sociedad. 
 
2.6. La Convención Interamericana de Derechos Humanos y su postura respecto a 
la problemática de la Prisión Preventiva 
La CIDH, ha realizado diferentes estudios y pronunciamientos entre los cuales 
destacan dos informes uno del año 2013, y otro del 2017, donde nos da una serie de 
pautas importantes, es así que también entrega una serie de recomendaciones sobre 
todo a países de América latina, de las cuales para la presente investigación es 
importante realizar un estudio detallado, pues pensamos que de aquí tenemos  
soluciones a este exceso del uso de la prisión preventiva. 
En especial hay dos puntos que la Convención hace hincapié, uno es el excesivo uso 
de la prisión preventiva y el segundo es el planteamiento de  medidas alternativas. 
 
 
El excesivo uso de esta medida, es reconocida incluso en otras 
organizaciones dela región como es la OEA, siendo en una de sus 
reuniones punto de controversia, llegando a estimar de manera 
significativa hasta en un 40% de las poblaciones de los centros 
penitenciarios se encuentran bajo esta medida cautelar. (Humanos C. I., 
2013, pág. 2) 
 
 
Este informe no solo manifiesta la problemática de la región con respecto al uso de la 
prisión preventiva, sino también nos sirven como guía ya que sugiere una serie de 
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medidas alternativas y también medidas para reducir este uso,  para que se usen en 
las legislaciones nacionales de cada país.  
2.6.1. Medidas alternativas a la prisión preventiva  
La CIDH, en su informe para reducir esta medida (2016, pág. 77) nos dice que: 
 
 
Insta a los países miembros a utilizar medidas alternativas a esta medida 
cautelar, de uso racional, teniendo en claro el caso en específico, es 
diferente uno de otro, en cuyo caso se tiene que aplicar su eficacia y 
finalidad. Teniendo siempre en cuenta los principios de proporcionalidad, 
necesidad y legalidad.  
 
 
Para tales efectos se requiere de la colaboración de las políticas estatales pues 
solo así se podrían aplicar,  entendiendo que no se puede tolerar más el uso 
indiscriminado de esta medida que afecta a la ciudadanía. En ese sentido 
profundiza estándares que tienen relación con normas de aplicación de 
derecho como: i) determinación de las medidas y ii) supervisión de la 
implementación de dichas medidas.  
También la CIDH, plantea un seguimiento a la aplicación de estas medidas, 
puesto que propone también reformas en materia legislativa y administrativa 
para que exista una debida aplicación. Así reitera que pone de compromiso 
esfuerzos para supervisar y regular sobre todo en caso de incumplimientos. 
También manifiesta el uso de mecanismos electrónicos que ayudaría para que 
los procesos sean más eficientes,  en general sugiere también aplicar políticas 
de restauración a personas que hayan sido afectadas por la aplicación de esta 
medida, cuando terminado el proceso es declarado inocente. 
2.6.2. Medidas dirigidas a la reducción del uso de la prisión preventiva  
Con este tipo de medidas la CIDH, busca que no se viole la celeridad en los 





La CIDH, manifiesta que el problema existente  consiste en que los 
procesados tienen largas esperas, solo estando detenidos, esperando su 
juicio  muchas veces esto lo hacen en condiciones  inhumanas, puesto que 
los centros penitenciarios no cumplen con las mínimas garantías para que 
esta medida sea optima, asimismo, insto a los países a tener juicios más 
rápidos puesto que su demora muchas veces es indebido. (2016, pág. 111) 
 
 
En este sentido la corte insto a los estados a respetar los plazos establecidos 
en la ley, y adoptar medidas de urgencia para cambiar el alto índice de 
personas que se encuentran a la espera de un juicio. 
La CIDH, ha hecho recomendaciones sobre cómo llevar las audiencias previas 
sobre la procedencia de la prisión preventiva es así que busca que se tomen 
medidas a no afectar la celeridad en los procesos. Y pone como ejemplos 
países americanos en los cuales se está implementando algunas de las 
recomendaciones dadas  como políticas Nacionales, como por ejemplo Brasil, 
Bolivia, Paraguay etc. Nosotros dentro de la investigación del presente trabajo 
tenemos como hipótesis una posible vulneración de derechos fundamentales 
justificados en la misma norma. 
 
2.7. Posiciones respecto del peligro de fuga  




El peligro de fuga tiene una necesidad de ser evitada, la cual  se manifiesta 
en una intención que tiene el aparato judicial para asegurar la presencia al 
proceso, que este bajo sujeción, y que este acuda al juicio oral. 
Entendiendo que si el imputado se fuga, frustraría todo aquello, a ello 
debemos mencionar que el poder ius puniendi que ejerce el estado, se 
encuentra en la aplicación del derecho penal. (Del Rio, 2016, pág. 192) 
 
 
En consideración al párrafo anterior podemos entender que el peligro de fuga 
también es un medio por el cual el estado asegura su poder coercitivo, para ello si se 
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diera el caso donde un presunto delincuente se fugue a la acción penal, este poder 
se vería afectado. 
a) Tesis de la doble finalidad del peligro de fuga  
Por esta tesis, se entiende que el peligro de fuga tiene  dos fines,  los cuales  
tienen relación directa con la  fuga del inculpado y son, i) asegurar el desarrollo y 
ii) ver por el resultado del proceso, para ello es importante analizar si el Código 
Procesal Penal, excluye que se lleve a cabo el proceso en ausencia del imputado,  
para ello es importante analizar lo estipulado en el art. 139.12 de la Constitución, 
que regula la prohibición que tiene el sistema judicial de condenar a una persona 
en ausencia de esta, para ello el TC, nos dice: 
 
 
La ley protege que un procesado esté presente en la lectura de su 
sentencia, ahora si el procesado hiciere actos graves en dicha audiencia 
con la finalidad que no se dicte sentencia, este provocaría su expulsión  de 
dicha sala, esto no sería tomado como indefensión sino de impedimento, 
en este sentido no podría considerarse como exclusión arbitraria. (Del Rio, 
2016, págs. 192-193) 
 
 
Se desprende que el imputado no podría causar boicot respecto a la lectura de su 
sentencia sino el mismo estaría afectando su derecho de defensa, por 
consiguiente se está perjudicando. 
Por otro lado el art. 396 de CPP. Nos dice: “la lectura de la sentencia puede 
realizarse ante quienes comparezcan” (2016, pág. 193), lo que en términos 
generales parecería que permite dictar sentencia en ausencia del procesado, la 
cual sería una excepción formal, no olvidando la regla fundamental de dictar 
sentencia en presencia del procesado.  
b) Criterios para determinar el peligro de fuga  
El CPP. Pide que la existencia del peligro de fuga, este basado en un análisis 
concreto, loes cuales tengan bases en hechos contrastados en la investigación. 
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Es así que el Art. 268, nos dice expresamente que debe evaluarse sus 
antecedentes  y circunstancias particulares al caso. 
En el Art. 269, se detallan los criterios que tiene que tener el magistrado para 
determinar si toma esta medida, es así que el jurista Rodríguez Llobet, (pág. 213) 
“(…) a sostener que el mismo, revela el carácter enumerativo y no taxativo de 
estos criterios”  es en sentido que a través de un análisis, contrario sensu, 
estamos frente a criterios de carácter taxativo en el Perú.  
Es en ese sentido que el Código Procesal, analiza una serie de arraigos los cuales 
determinan el peligro de fuga los cuales son: 
Respecto al contenido y amplitud del peligro procesal, Oré Guardia (2006, págs. 
43-44) señala la existencia de tres posturas: 
El arraigo debe entenderse como la sujeción de establecimiento que tiene un 
ciudadano a un determinado espacio el cual cuenta con  una vinculación con 
bienes o cosas y con otras personas. (Gutierres , pág. 151). En este sentido la 
falta de un arraigo no configuraría por sí misma un peligro de fuga, pero este su 
podría ser presumido, cuando este dentro del análisis se mezcle con  la gravedad 
del delito y otros factores. 
 
 
En relación a tener un domicilio fijo o identificado, debemos aclarar que el 
inculpado no está protegido  por el derecho de no declarar, siempre y 
cuando que esta declaración esté vinculada a narrar hechos materia del 
delito, mas a no a los datos personales como los de identificación de su 
domicilio. (Desarrollo de la Declaracion, 2014) 
 
 
A ello debe manifestar que el procesado, debe ser completamente veraz sobre la 
información de dichos datos, entendiendo que si el no brinda esta información se 
podría interpretar que está realizando una obstaculización del proceso.  
En cambio el arraigo familiar, según nuestro Código está definido en base a un 
criterio interpretativo, entendiendo de este como el domicilio o lugar de residencia 
en donde tiene vínculos familiares, teniendo en cuenta la relación que tiene con 
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sus familiares, no importando si el imputado vive o no con ellos, porque podría 
existir un arraigo familiar cuando hay una dependencia para la subsistencia de un 
hijo por ejemplo.  
El arraigo profesional también conocido como laboral, está directamente 
relacionado al trabajo que realice el procesado dentro del país, en cuyo coso es 
importante tener en cuenta que el procesado realice sus actividades dentro del 
país, se entiende que su actividad laboral lo obliga a radicar en un espacio ya 
determinado. Del análisis del arraigo laboral y familiar es analizado en el caso 
Letellier que nos dice: 
 
 
Según análisis por la Comisión Europea de Derechos Humanos, se 
sostiene  que no existe el peligro de fuga, cuando la procesada es madre 
que tiene a su cargo niños menores de edad, también es propietaria y 
responsable de un negocio por el cual dependa su existencia como medio 
de vida. (Caso Letellier, 1991) 
 
 
Es evidente que tanto el arraigo familiar como el laboral, dentro del país, vienen a 
ser criterios que examinados según sea el caso en específico, no justifican la 
prisión preventiva, puesto que no sirven como medios de justificación de esta 
medida,  el arraigo son meros supuestos, que desmotivan una posible fuga, cuya 
ausencia permitiría analizar el riesgo de huida. 
 
2.8. Teorías respecto al peligro de fuga  
Dentro de las teorías tenemos a:  
2.8.1. La teoría Restrictiva 
Esta teoría, manifiesta que el peligro procesal está constituido solo por el 
peligro de huir o de fuga, cuestionando el entorpecimiento que se realiza a la 
actividad probatoria, como un supuesto para detener a una persona. 




El que una persona entorpezca la investigación de un proceso, no puede 
ser tomado como justificación para encarcelar a dicha persona, puesto que 
el estado debería contar con otro tipo de medios lo cual lo ayuden a 
cumplir este fin. Es poco probable pensar que el procesado podría 
ocasionar por sí mismo daño a la investigación, habiendo acepciones de 
índole personalísimo, como por ejemplo algún  político, o persona que 
obstante poder económico, es más bien el estado que en conjunto de todo 
su aparato judicial y de investigación no pueda realizar una investigación 
debida. (Binder, 1993) 
 
 
De lo manifestado por el autor, inferimos que tiene razón en el sentido que no 
puede haber justificación alguna para privar a una persona de su libertad, 
entendiendo que esta es la sanción máxima que se le puede aplicar a un 
delincuente con sentencia firme,  así mismo haciendo un razonamiento lógico, 
quien puede producir más daño a la investigación, el imputado o el mismo 
aparato judicial entendiendo que este último  cuenta con una serie de 
herramientas, logística y personas que colaboran en la investigación, no es 
acaso que es por sí mismo el mismo aparato de justicia que a través de su 
mala praxis y lentitud es quien más entorpece el proceso. 
 
En el Art. 7 numeral 5 de la CADH, manifiesta su acuerdo a esta posición, 
puesto que solo permite restricción sobre la libertad del inculpado para 
asegurar la presencia de este a su comparecencia a juicio oral, también el art. 
9, numeral 3 del  PIDCP, (pacto internacionales de derechos civiles y políticos 
de Nueva York), autoriza la utilización de estas medidas restrictivas de manera 
específica para asegurar la comparecencia del procesado al juicio. 
2.8.2. La teoría Intermedia  
La teoría intermedia manifiesta que tanto el peligro de obstaculización como el 
peligro de fuga componen al peligro procesal, es en este sentido, se entiende 
que en el peligro procesal se advierte cuando hay posibilidad que el inculpado 
obstaculice o interfiera en la brusquedad de la verdad, relacionado 
directamente con la prueba, también se niegue acudir al proceso, huyendo o 
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escondiéndose, así mismo se pueda fugar para no ser recluido en el centro 




Así tenemos que con respecto a organismos Internacionales y su 
tratamiento el tribunal Europeo considera que el peligro de fuga, se 
deberían reconocer 5 elementos los cuales sirven para valorarlos y son: i) 
la gravedad evidente del delito, ii) del delito su naturaleza y características, 
iii) los hechos circunstanciales del delito vinculado a la sanción penal, iv) 
características y circunstancias del procesado como su personalidad, 
vivencia y antecedentes y  v) valores respecto a la conducta del imputado, 
sus recursos, domicilio, profesión todo en relación a los hechos que 
provocaron la conducta anterior al delito y también posterior a este. 
(STEDH, asuntos & Stogmuller, 1990-1969) 
 
 
Es claro para el ordenamiento Europeo tanto el peligro de fuga como el de 
obstaculización, vienen a ser una serie de características relacionadas a 
factores objetivos y subjetivos, bien identificados, para motivos de nuestra 
investigación consideramos que estos elementos, podrían ser usados como 
base para la creación de criterios en la aplicación de solución del problema. En 
tal sentido el tribunal Europeo de Derechos Humanos (1968, pág. 14) señala: 
 
 
Que en relación al contenido de la actividad que provocaría el peligro de 
entorpecimiento, ha de consistir en todo tipo de actos que realiza el 
inculpado referente a su conducta y actitud, claras que revelarían su 
intención de quitar o eliminar elementos probatorios de la investigación.  
 
 
La actitud devendrían de elementos subjetivos y los elementos objetivos 
vendrían a ser en este caso el ocultamiento o desaparición de los elementos 
probatorios, concretándose así la obstaculización. 
Al tratar las pruebas materiales, el Tribunal menciona que estas estarían en 
poder el inculpado de forma directa para lo cual serán las investigaciones 
realizadas a partir de terceros quienes ayudaran al esclarecimiento de estas. 
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Ahora si se tratase de pruebas personales, se debiere tener un cuidado 
especial para su tratamiento puesto cabria el supuesto que el inculpado, 
accioné e  influya para que tanto los testigos o peritos tengan dificultades en la 
investigación cuando estas quieran ser recabadas por el aparato judicial. Así 
mismo la CIDH, (Informe 2/91, pág. 31) señala expresamente que “el peligro de 
entorpecimiento, que se requiere que tal peligro sea concreto y no abstracto” 
así se difiere que tiene que existir una real evidencia basado en hechos reales 
los cuales determinan su verdad. 
2.8.3. Otra teorías  
 La teoría Radical  
Por la teoría Radical, se incorporan una serie de requisitos y supuestos al 
peligro den el proceso, es así que Ore Guardia nos hace una relación y son: 
“la reiteración, la gravedad de la pena, criterios personales del procesado, 
factores morales y cuestiones de orden público” (2010, pág. 45),  así mismo 
el jurista manifiesta que esta teoría va en contra de lineamientos 
constitucionales y los postulado en el Código Procesal,  en relación al 
tratamiento de la criminalidad.  
 Postura Jurisprudencial del Tribunal Constitucional del Perú El tribunal 
constitucional en relación al peligro procesal manifiesta que,  la inexistencia 
de razonables indicios, a los hechos delictivos, en relación a la 
obstaculización y el peligro de fuga, realizada por el inculpado, estos 
supuestos tienen que ser firmes y contundentes, puesto de lo contrario esta 
medida se convertiría en coercitiva y arbitraria puesto que no estaría 
justificada.  
Se constituiría un una anticipación de la pena, siendo que esta medida 
cautelar como su nombre lo dice tiene el fin de cautelar, ahora si existiera 
una evidencia concreta y firme en la culpabilidad del procesado, hay si se 
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podría justificar la privación de derechos entendiendo por ejemplo, que fuese 
un caso de flagrancia, en se sentido  el tribunal en el (2005) de Madre de 
dios, manifiesta que:  
 
 
Que la detención preventiva de carácter judicial sea dictada antes que 
exista una sentencia condenatoria firme, es en esencia una medida de 
aplicación cautelar, no se trataría de una acción punitiva, dado que su 
validez dependen de la existencia de motivos proporcionables y razonables 
que lo justifiquen plenamente. (Flagrancia, 2005) 
 
 
Por tal motivo la naturaleza de la detención como de la comparecencia se 
convierte en una garantía  para que el proceso se lleve con normalidad, así 
mismo se busca que el procesado tenga la posibilidad de accionar y poder 
ejercer su derecho de defensa.  
2.8.4. Posturas de Organismos de Derecho Internacional 
Al analizar los pronunciamientos y posturas de organismos internacionales en 
relación a la prisión preventiva el jurista San Martin Castro (2003, págs. 1116-
117) nos dice que:  
1) El PIDCP. Nueva York, nos manifiesta que el uso de esta medida cautelar, 
no debe ser dictada de forma general, porque afecta la libertad del 
procesado, con la excusa del aseguramiento del proceso, para que este se 
lleve a cabo, así mismo el aseguramiento de la asistencia del procesado al 
juicio y para la ejecución de la pena, en este sentido incorpora el peligro de 
fuga que vienen a ser factores que evitarían que se cumpla con el fin de la 
prisión preventiva. 
2) La CEDH, en relación al uso de la prisión preventiva está de acuerdo con el 
uso de esta medida y autoriza que la libertad sea privada, pero cuando 
existan suficientes indicios de racionalidad sobre la culpabilidad del 
inculpado, o en todo caso cuando se estime  su necesidad de provocar 
alguna infracción que perjudique el proceso, y que huya o se oculte después 
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de haber provocado esta. En el caso T VS España, se establecieron dos 
postulados, de protección para la erradicación del peligro de fuga: i) la 
reiterada conducta del imputado en relación a volver a  realizar los mismos 
hechos materia del delito y ii) la realización de destruir pruebas los cuales 
ocasionarían un perjuicio a la investigación.  
3)  El estatuto de Roma de la Corte Penal internacional, en su artículo 58, 1.b)  
aumenta a esta concepción 3 lineamientos que causan peligro al proceso: i) 
el aseguramiento para dictar comparencia del inculpado, ii) el 
entorpecimiento que realiza el imputado para el ejercicio de la actividad 
probatoria y iii) la reiteración del imputado en la realización de actos 
delictivos. 
4) El VIII Congreso de las Naciones Unidas, sobre prevención del delito  y 
tratamiento del delincuente, que nos dice: que únicamente se puede dictar la 
prisión preventiva cuando se presenten suficientes razones que estén 
fundadas en elementos probatorios, donde exista presunción de la 
participación directa de o de los procesados en el hecho delictivo, y a esto 
se le sume otros hechos como la sustracción, reiteración o entorpecimiento 
del ejercicio de la administración de la justicia, si estos permanecieran en 
libertad. 
Entendemos que si la ley contempla presupuestos expresos cuyos fines sean 
cautelar, se tendría que relacionar estos con una debida proporcionalidad, 




Por lo contrario sería si a los presupuestos se les introdujesen nuevas 
valoraciones como alarmas de índole social, la reiteración delictiva, etc.  
Que no tendrían nada que ver con la medida cautelar e inherentes a 
medidas de seguridad, o también al uso indebido que se le dé al proceso 
como instrumento en beneficio de uso político, se afectaría la 
proporcionalidad y con ello el derecho a la defensa. (2005, pág. 512).  
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Nosotros consideramos que la conjunción de estos nuevos ítems, son de 
aplicación correcta puesto lo que se afecta es el derecho a la libertad, siendo 
necesario agotar todos medios posibles, y solo como última medida poder, dictar 
prisión preventiva, es por ello también  que nosotros planteamos como métodos 
alternativos usar otras medidas, que tienen y cumplen el mismo fin. 
Así mismo el Código Procesal Penal, se distancia de regulaciones que manifiesten 
dudas con respecto a su constitucionalidad, que tengan como fin a la prisión 
preventiva unos que no son concebidos por la legislación nacional como prever 
futuros hechos comitivas de delitos, las cuales solo satisfacen políticas sociales o 
presión de los medios de comunicación.  
Como vemos, la única manera de determinar si la prisión preventiva de una 
persona responde a una decisión razonable y proporcional del juez pasa por la 
observancia de los elementos objetivos señalados en la ley. (2006). En ese 
sentido pensamos que estos elementos deben estar completamente 
fundamentados a los hechos y participación del imputado, a ello se le tiene que 
























3.1. Análisis y desarrollo de la postura adoptada 
En este capítulo desarrollaremos la postura adoptada, y su problemática existente 
enfocándonos en la solución a este problema y su uso excesivo, para ello 
compartimos la postura garantista de respeto por los derechos humanos, así mismo, 
a esta postura debemos agregar lo manifestado por organismos internacionales tales 
como el pronunciamiento adoptado por parte de la CIDH, y para fundamentar dicha 
propuesta estamos haciendo un análisis de los casos importantes, que proponen 
argumentos sólidos los cuales creemos son necesarios para nuestra investigación. 
Ahora respecto a la pregunta plateada en nuestra problemática de cómo se realiza la 
valoración del requerimiento de prisión preventiva respecto a la incidencia del peligro 
de fuga, entendemos que esta valoración se realiza a través de la motivación que 
viene a constituirse en una necesidad ineludible en la limitación de derechos 
fundamentales, porque está condicionada a la proporcionalidad. Así tenemos que la 
única forma de verificar la existencia de esta, es: “mediante una adecuada 
motivación de los presupuestos que valoran la idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto, de la limitación (…)” así entendemos que esta 
valoración se hace bajo los supuestos procesales ya establecidos pero se hace un 
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especial incidencia en el presupuesto del peligro de fuga como factor casi 
determinante, entendiendo que si se encierra a una persona esta medida asegurara 
el proceso futuro, de lo cual nosotros entendemos que esto agudiza otro problema 
penitenciaria que viene a ser el hacinamiento carcelario, tanto de los procesados 




Cualquier restricción de un derecho debe estar basada en una causa 
prevista por la ley, lo que llamamos principio de legalidad, además a ello se 
debe valorar la pertinencia y existencia de una causa siendo necesario que 
el sujeto exhorte dicha medida. (Del Rio, 2016, pág. 51) 
 
 
Así entendemos que la motivación judicial debe ser entendida en doble sentido, la 
primera como explicación del fundamento de derecho basado en la decisión y el 
segundo sentido en el razonamiento seguido por el órgano judicial para obtener una 
conclusión. 
En el Perú, donde hasta el año 2017, solo el 55.6% de personas cuenta con domicilio 
propio, fuente INEI (Instituto Nacional de Estadística e Informática), no es posible 
determinar una arraigo de domicilio cuando el 45 % de personas no tienen una 
viviendo propia, es por ese motivo que consideramos que este presupuesto no es 
determinante para que se dicte la prisión preventiva, porque en todo caso el 45 % de 
personas no podrían superar este presupuesto en una calificación futura de dicha 
medida. 
Así en el presupuesto del arraigo laboral, solo el 45.1% cuenta con trabajo estable 
(INEI, 2018) o fijo, entendiendo que el 55% de las demás personas no cuentan con 
un trabajo estable, de lo que entendemos que este presupuesto tampoco es 
determinante para dictar la prisión preventiva  
Así el TC. Del Perú ha establecido características que debe tener la motivación  de 
una privación de libertad personal, i) que sea suficiente, expresando por si misma las 
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condiciones de hecho y de derecho y ii) debe ser razonada donde se observe la 
ponderación judicial que debe ser justificada. 
En este sentido la Comisión América, ha manifestado que la aplicación de la prisión 
preventiva es un problema puesto que es arbitraria e ilegal, y que su uso se está 
proliferando en la región de una manera excesiva. 
 
 
Con el fin que este criterio vaya de acuerdo con políticas internacionales, la 
Corte Interamericana, considera y recuerda que esta medida parte del 
principio fundamental de presunción de inocencia, teniendo en 
consideración el nacimiento excepcional  de su naturaleza. Como se 
mencionó anteriormente rige bajo principios de legalidad y 
proporcionalidad. (Humanos C. I., 2013)  
 
 
Así entendemos que la privación de la libertad en esencia debería tener un carácter 
procesal, cuyo resultado debería ser legítimo, así la Corte nos recuerda que también 
existen otras medidas cautelares diferentes a la prisión preventiva, que no pueden 
ser excluidas, en razón a la posible pena y gravedad del delito.  
Para ello existe en el Perú, un caso que se dio en el año 2010 el cual creemos 
cumple con factores internos y externos los cuales manifiestan una serie de 
discordias los cuales deben ser analizados, el caso del ex presidente Ollanta Humala 
y su esposa Nadine Heredia. 
a) Caso de los esposos Ollanta Humala y Nadine Heredia  
El año 2010 comienza el proceso de investigación, donde finalmente los 
imputados son sentenciados a 18 meses de prisión preventiva, por el juez 
Concepción Carhuancho, en la investigación por el delito de Lavado de Activos, 
que lo habrían realizado a través de un partido político (Partido Nacionalista 
Peruano),  acreditado en el respeto en fundados y graves elementos de 
convicción, a ello también se le suma el incremento de llamado peligro procesal, 
que se manifestaron con la vinculación a una organización que realiza actividades 
ilícitas en distinto países , teniendo un carácter transnacional, poniendo de 
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manifiesto la posibilidad que estos puedan eludir la investigación, valiéndose de 
influencias generados por estos contactos, como el de terceras personas que 
acompañen a sus hijos para su desplazamiento (viajes), en primera instancia se 
les impusieron obligaciones de solicitar  autorización judicial  para efectuar viajes 
al exterior del país, siendo estas insuficientes. 
Dada la complejidad del caso, por ser de un ex presidente, hubo ciertos retrasos 
que son difíciles de detallar, es así que la defensa técnica apela pidiendo la 
revocación de la resolución y se declare infundado el requerimiento fiscal,  de la 
prisión preventiva, la cual termina con la resolución del 3 de agosto del 2017. 
 
La problemática planteada en la pretensión tenemos: “(…) i) incorrecta 
interpretación del juez de instancia sobre nuevos elementos de convicción como 
presupuesto para la revocatoria de la comparecencia por prisión preventiva. ii) La 
medida impuesta no supera el test de proporcionalidad.” (2017, pág. 3), con 
respecto a Nadine Heredia, manifiesta la inexistencia de nuevos elementos de la 
recepción de dinero provenientes de Brasil y Venezuela, y compra de equipos 
diversos para la candidatura de la presidencia, con respecto Ollanta Humala, 
inexistencia de compra de testigos, inasistencia a presentarse a declarar, que 
realice un anticipo de legítima. 
Con respecto al peligro procesal en el caso se valora lo determinado en: 
 
 
La toma de la medida preventiva, no se obliga a que en ella exista certeza 
sobre la imputación, más bien que  los hechos tengan un gran alto 
porcentaje de realización, y este tendría que ser mayor al que se lograría 
con formalizar la investigación, en cuyo efecto debe valerse de todo tipo de 




En el caso en concreto se llegó a un nivel de acreditación optima, compatible y 
propia la cual sirvió para fundar una medida de impedimento de salida del territorio 
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nacional, que solo en materia preventiva es superada por la aplicación de la 
prisión preventiva  
La sala de apelaciones declaro infundado el pedido de apelación, y es así que la 
defensa técnica, decidió tomar otro camino acudiendo el Tribunal Constitucional. A 
través de un recurso de agravio Constitucional. 
Uno de los pronunciamientos del Tribunal Constitucional que son importantes 
mencionar en este caso: 
 
 
Que en estos tiempos, lamentablemente se viene abusando del uso 
excesivo en la toma de la prisión preventiva, sobre todo en nuestro estado, 
el cual ha provocado que se genere una desnaturalización de dicha 
medida. Así el centro Penitenciario  del Perú, (INPE) nos menciona que 85 
811 ciudadanos están en las cárceles, de ellos 35 500 se encuentran como 
procesados. (Resolucion 502, 2017) 
 
 
En sentido se infiere que  aprox. El 40% de personas que se encuentran en los 
centros penitenciarios aun no tienen una sentencia firme, eso ahonda la 
problemática de violación de derechos de los reos, puesto que no cuentan con un 
lugar con condiciones básicas para su tratamiento. 
Finalmente el tribunal Constitucional declaro fundado la demanda presentado por 
la defensa de Ollanta Humala y Nadine Heredia, revocando la prisión preventiva, 
para dichos imputados lleven el proceso en libertad, cuyo fundamento se basa en 
la afectación de derechos fundamentales, así mismo el tribunal aclara que dicha 
disposición no dicta temas de fondo, puesto que esto es de competencia del poder 
judicial.  
 
Actualmente el caso aún está en debate porque tiene mucho que analizarse e 
investigarse todavía, lo que demuestra es entonces y nos sirve de análisis para 
nuestra investigación es como el ordenamiento nacional, a través de sus 
diferentes instituciones trata el tema, (corte suprema, sala de apelaciones y 
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tribunal constitucional), demostrando que esta medida aún no tiene parámetros 
claros, o en todo caso que son debatibles. 
 
3.2. La Posición que adoptada la CIDH para el tratamiento de la Prisión Preventiva 
Haciendo un reiterativo pronunciamiento de cómo observa la Comisión la toma de 
esta medida preventiva, recalca que es considerado arbitrario e ilegal, generando así 
un problema crónico en todos los países. Reiterando que en la actualidad existen 
otro tipo de medidas que podrían ser usadas para bajar el índice de aplicación de 
dicha medida y así no se restrinjan derechos como la libertad.  
Es así que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos redacto el informe 
(2013), concluyendo que el uso de esta medida es un problema muy grave y amplio, 
los cuales tienen los países miembros de América Latina. Así mismo observa que el 
uso excesivo de dicha medida configura que existe un fracaso de las instituciones 
que administran justicia en dichos países. 
La comisión ha realizado hasta la fecha dos informes, el primero en el año 2013 y el 
segundo el 2017,  en el primer informe, nos hace llegar una serie de medidas 
cautelares distintas a la prisión preventiva, proporcionado así estándares relevantes 
de aplicación internacional. 
En el segundo informe, hace un control de los avances y desafíos, que se han visto 
suscitando tras el primer informe, a ello le agrega medidas de carácter general 
relativas a políticas estatales como, i) judiciales, ii) administrativas y iii) legislativas y 
también  nos ahonda el tema en el uso de medidas alternativas al uso y a la 
reducción de esta problemática. 
En particular estos pronunciamientos, que no ha brindado la Comisión, tienen el 
objetivo claro de servir como ejemplos para ser tomados como marco referencial de 
aplicación en políticas de estado, puesto que según el estudio que ha realizado dicha 
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entidad, estamos en un crecimiento constante, y a la larga esto ocasionaría un sobre 
poblamiento critico en nuestros centros penitenciarios.  
Por lo tanto, esta guía que nos brinda la CIDH debe ser usado como marco de 
referencial respecto a la implementación de medidas de carácter general a las 
políticas del Estado, ya en la actualidad, ya que la utilización de las medidas 
alternativas, son de necesidad básica sobre todo en países como el nuestro, a ello 
sumarle la incorporación de una perspectiva de género y de un enfoque diferenciado, 
serán según nuestro criterio positivas, y colaboraran para que nuestro sistema 
judicial mejore. 
3.2.1. Medidas de uso alternativo a la prisión preventiva 
Los administradores de la justicia deben deberían ser más cautelosos y 
sigilosos en aplicar estas medidas, en todo caso agotar otro tipo de solución, 
para ello deben considerar también criterios referente al género,  y sus 
implicancias, tales  que por ejemplo,  una mujer afectada por esta medida, 
tenga hijos menores se vería perjudicada no solo ella sino también se afectaría 
el interés superior del niño, dado el caso, es entonces que la autoridad judicial 
también tiene que avaluar estos aspectos. Por su parte: “en casos que el fiscal 
solicite la aplicación cautelar de la prisión preventiva” (2013) a ello agregamos 
que esta solicitud debe estar sustentada en la ausencia de viabilidad respecto a 
la aplicación de estas medidas. 
 
El informe de dichas medidas constituyen en la actualidad una de las 
principales recomendaciones que ha realizado la CIDH,  en relación a este 
tema, para minimizar este uso y como consecuencia luchar contra el 
hacinamiento penitenciario que ocurre en estos tiempos. (2013),  la ONU, 
también manifiesta su preocupación al respecto, y en conjunción con la 
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Comisión ha trabajo constantemente en buscar caminos de solución a esta 
problemática. 
En este camino, la CIDH, ha recomendado una serie de aplicaciones de ser 
tomadas en consideración para asegurar el lleva miento del proceso: i) la 
comparecencia del procesado y ii) evitar el entorpecimiento de la investigación, 
así tenemos que: 
 Que el imputado colabore y manifieste una promesa de sometimiento y no 
interferir con la investigación 
 Que el imputado se someta al cuidado o esté bajo vigilancia de una 
persona encargada o bajo una institución que cumpla con las garantías 
mínimas para tal fin. 
 Que el imputado este obligado a apersonarse de manera obligatoria ante el 
juez o fiscal, cuando estos lo vean por conveniente. 
 Que el imputado tenga la prohibición de no salir sin previa autorización, del 
territorio nacional 
 Que el imputado entre sus documentos personales, por los cuáles serán 
las entidades administradoras de justicia las que retengan estos 
documentos. 
 Que el imputado, abandone de manera inmediata su residencia, en casos 
relacionados a violencia familiar, y que  la víctima haya convivio con ella.  
 Que exista una caución como medida  para garantizar el proceso. 
 Vigilancia electrónica, para el imputado como dispositivos electrónicos para 
efectuar un control de su ubicación. 
 Realizar arresto domiciliario bajo vigilancia continua.  
En este mismo sentido, el Pacto de Tokio de las Naciones Unidas, sostienen 
que para el fin de preservar y garantizar la aplicación de estas medidas, los 
estados deben colaborar ofreciendo una amplia variedad de opciones, cuyo 
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objetivo sea la determinación de la medida más adecuada,  teniendo en cuenta 
siempre lo particular de cada caso. Es en ese sentido que algunos países han 
tomado las sugerencias de la CIDH, y han implantado estas medidas. 
En este sentido la Comisión América, en su informe del año 2017, nos brinda 
unas medidas relativas a políticas para el estado, las cuales se dividen en 3 
tipos, legislativas, administrativas y judiciales, que a continuación pasaremos a 
detallar. 
 Medidas legislativas 
Esta medida es importante porque observa el problema desde una 
perspectiva política, es utilizado para prevenir posibles aplicaciones de 
medidas que podrían vulnerar derechos fundamentales, es el estado, quien 
tiene el encargo primero de crear en este caso, sería establecer  estos  
principios y leyes a su aparato judicial, y así enfrentar esta problemática. 
Así mismo la Comisión nos dice estas reformas representan importantes 
avances entre las que tenemos: 
 
 
Reducir plazos de la medida preventiva, establecer procedimientos  
rápidos y agiles que ayuden en la tramitación de hechos penales, dictar 
mayores presupuestos que determinen la procedencia de la prisión 
preventiva, crear establecimientos de servicio cuyo objetivo sea 
contrarrestar la información  que se recabe previa a las audiencias de 
riesgos procesales. (CIDH, 2017, pág. 39) 
 
 
Este tipo de medidas a nuestra manera de ver, pueden ser tomadas para 
tratar de prevenir el excesivo uso, pero va a tomar tiempo para su 
aplicación, también se tiene que analizar la sociedad en que vivimos, 
creemos que en nuestro país, primero tendría que haber capacitación y 





 Medidas Administrativas  
Este tipo de medidas han sido tomadas por países en los que el uso de 
esta medida han originado una serie de problemas, así por ejemplo en 
países como, EEUU, Argentina, Colombia y Bolivia han implementado las 
siguientes., i) indultos carcelarios, ii) iniciativas de diálogos entre la 
sociedad civil y especialistas jurídicos, para diseñar nuevas políticas de 
implementación y iii) la utilización de instrumentos para racionalizar esta 
medida. 
En este sentido la Comisión ha observado que: 
 
 
En el País de Bolivia, para enfrentar esta problemática del uso excesivo del 
uso de la prisión preventiva y el hacinamiento en las cárceles, ha realizado 
tener una política de dictar  decretos carcelarios, así desde los años 2013 
al 2015 se han emitido 3 de estos decretos que han beneficiado a una 
serie de residentes carcelarios. (CIDH, 2017, pág. 48) 
 
 
Entendemos que ante la emisión de estos decretos, se ha observado 
grandes beneficios en materia del indulto apersonas que estaban bajo la 
prisión preventiva, por ejemplo se sometieron a un proceso abreviado, 
obteniendo sentencias más rápidas.  
 Medidas Judiciales  
Esta medidas judiciales están basadas en decisiones jurisprudenciales las 
cuales representan grandes avances en la reducción  de esta problemática 
las cuales han sido dictadas por distintos tribunales nacionales de países 
como EEUU, Perú, Colombia y Argentina, así tenemos:  
 
 
Estos alcances son: i) las causales de procedencia de la prisión preventiva  
han sido delimitadas, ii) establecimientos de mayores requisitos, iii) 
establecimiento de prohibiciones que excluyen delitos, iv) promocionar el 
uso de medidas alternativas, v) hacer un control más exhaustivo por parte 
del órgano judicial y vi) realizar regularizaciones de las situaciones de 





Es importante aplicar estas medidas que creemos pueden servir de 
normativa que ayudara a la solución de esta problemática, y como lo 
venimos repitiendo en capítulos anteriores, la prisión preventiva solo 
puede ser dictada como última medida una vez agotado todas las 
posibilidades anteriormente mencionadas.  
También la comisión agregando a lo ya mencionado, manifiesta que un 
problema latente es el acceso y supervisión  de la información, en este 
sentido, falta de registros procesales confiables y claros, sobre cómo se  
llevan a cabo los procedimientos, entendiendo que algunos procesos son 
de uso restringido por su naturaleza compleja, pero lo que se quiere 
agregar con este pronunciamiento sea el monitoreo de medidas así de 
cómo se lleva la coordinación entre la sociedad civil y las autoridades,  
3.2.2. Tipos de medidas alternativas planteadas por la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos  
1. Mecanismos electrónicos  
Estos mecanismos se encargan de la vigilancia del imputado, mediante 
dispositivos de rastreo el cual nos muestran un posicionamiento físico. 
Tienen como fin verificar por donde transita la persona procesada. Así 
mismo nos dice  
 
 
A manera general podemos decir que  este tipo de vigilancia tiene como fin 
principal  determinar el tránsito de las personas que se encuentran 
inmersas en un proceso y también de aquellas que han sido condenadas 
dentro de un radio (acción o desplazamiento), ahora bien en el Perú, se 
viene usando este tipo de mecanismo, lo negativo es su costo elevado, ya 
que es la propia persona quien solventa el gasto y no el Estado. (CIDH, 
2017, pág. 88) 
 
 
La Comisión manifiesta que en el caso del Estado Peruano, Decreto No. 
1322 del  2017,  determina como responsable de los gastos para solventar  
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el integro total de uso del dispositivo  a la persona beneficiaria del uso de 
este dispositivo (Vigilancia Electronica, 2017), con excepción  de aquella 
persona que por informe del INPE, no pueda hacerlo, pero para ello tiene 
que existir un informe socio económico que cuyo responsable de emitir seria 
la misma entidad. (Vigilancia Electronica, 2017).  
En este sentido vemos que en el Perú, se está avanzando, con este tipo de 
medida, lo negativo es su elevado costo  y peor aún que es el mismo 
procesado quien lo tiene que pagar, pregunta, una persona común y 
corriente cuyo sueldo mínimo sea de 950 soles podría pagar este tipo de 
medida, pues la respuesta es clara. No podría. La misma norma nos 
manifiesta  que el no cumplir la obligación de pago resulta en: 
 
 
El quitar esta medida, por incumplimiento de pago por la parte procesada, 
constituyo un obstáculo para acceder a usar estos medios electrónicos, lo 
que también sería un acto de discriminación a aquellos procesados que no 
cuentan con los medios económicos. (legal I. d., 2016) 
 
 
En este sentido el Consejo Nacional Penitenciario manifiesta que el costo 
del  uso de este dispositivo equivale a /S 650 soles un promedio de $ 196 
dólares, mientras que para el  usa de en un interno este costo sería de 
aprox. De S/ 1200 soles, los cuales desde cualquier punto de vista s 
excesivo, en todo caso creemos que falta inversión por parte del estado para 
poder ver la manera de reducir costos. 
 Caso Karen Hapuc Chamba Taboada 
Este caso es importante puesto que se debate la interpretación 
sistemática que suspende la ley 29499, que establece la vigilancia 
electrónica personal y su vigencia  respecto a la modificación del último 
párrafo del art. 135 del código Procesal. 
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La pretensión de la imputada está en la variación del mandato de 
detención por el de el de comparecía restringida, en este sentido lo más 
importante en relación al tema de adopción del uso de medios 
electrónicos es. “en cuyo caso el juez podrá disponer la utilización dela 
vigilancia  electrónica personal como mecanismo de control (…)” (2014, 
pág. 364),  esta decisión judicial debe estar  pajo el principio de la 
observancia del derecho a la libertad, en tal sentido se aclara que si no 
realizara una debida aplicación de esta medida sería por cuestiones de 
índole económico.  
1. Procesos de Justicia Restaurativos  
Son aquellos procesos que incluyen, dentro de aquellos métodos de 
solución los llamados alternativos de solución de conflictos (materia civil) 
los cuales son: i) la mediación,  ii) la conciliación, iii) hacer  reuniones 
planificadas para decidir sentencias. La utilización de estas medidas  
debe ser de uso  restringido en casos que implican no graves en el cual 
no haya ocurrido violencia. Mediante estos: 
 
 
“Procesos de justicia restaurativa en materia penal, la víctima, la persona 
acusada, y cuando proceda, otras personas afectadas por un delito, 
participan conjuntamente y generalmente con la ayuda de un facilitador, en 




Este tipo de medidas serían de aplicación exclusiva a hechos delictivos 
no graves, lo que en nuestro ordenamiento vendría a ser faltas, haciendo 
una equivalencia en nuestro Código procesal penal, en su art. 2, existe el 
acuerdo reparatorio, el cual se aplica para delitos ya estipulados, cuya 




Algunos países han considerado el uso  de estas medidas para disminuir 
el uso de esta medida dentro de las cuales destacan: reducción de los 
plazos, agilizar trámites penitenciarios, obligación  de mayores requisitos 
para la determinar su procedencia de la prisión preventiva y esta última 
que nos parece importante y la cual queremos implementar en el Perú 
que es  establecimiento de servicios o medidas (reglamentos) que 
permitan verificar la información probatoria previa al juicio sobre riesgos 
procesales. 
No obstante, existen políticas donde se han ampliado los plazos de la 
prisión preventiva, un claro ejemplo es nuestro país.  
 
Dichas medidas tienen un enfoque sobre la naturaleza delictiva, 
funcionamiento eficaz del sistema y estrategias generales de prevención 
del delito. La corte reconoce el esfuerzo de los Estados de: Bolivia, 
Colombia y México que modificaron su legislación cuyo fin es reducir los 
plazos y en particular toma al Estado de Bolivia que tiene la ley N°586 de 
descongestionamiento y Efectivizarían del sistema procesal penal. De 12 
meses en cesación de la prisión preventiva sin que se haya dictado 
acusación y 24 meses sin sentencia.  
En México su Código de procedimientos Penales, en su artículo 165, 
establece que  la duración máxima de la prisión preventiva es 1 año 
(2016) modificando así su constitución la cual prevé una duración máxima 
de 2 años.  
En Colombia tienen la ley N° 1760 también conocida como  la Ley de 
racionalización,  la cual no podrá exceder como máximo un año y solo 
será prorrogable por casos especiales (cuando son 3 o más los 
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inculpados  en delitos que vayan contra la integridad sexual y libertad, a 
ellos agregarle el delito de corrupción.  
 
 
Paradójicamente la CIDH, manifiesta su preocupación con respecto a lo 
que sucede en el Perú, ya que existe un aumento  de la  duración de esta 
medida, manifestada en el  decreto legislativo  1307 del 2017 que modifica 
el Código procesal: para otorgar  medidas eficientes  para la persecución y 
sanción en los delitos de corrupción de funcionarios y de criminalidad 
organizada (Modificacion del NCPP para dotar de medidas de eficacia a la 
persecucion y sancion., 2016). 
 
 
Con esta modificación, el plazo para los procesos de criminalidad 
organizada  se extiende a 36 meses  prorrogables hasta 12 meses, 
existen manifestación de la organización civil y la defensoria del pueblo 
del Perú, manifestando su oposición por ser excesiva y únicamente 
agrava la situación personal de la  persona imputada. 
La Comisión manifiesta, que este tipo de modificaciones son contrarias, y 
negativas   a todas aquellas medidas que buscar la disminución del  uso 
de esta medida, en cuyo caso va en contra del ordenamiento 
internacional que busca abordar  este problema en planteamientos de 
políticas y dictar medidas alternativas para combatir de manera expresa 
el uso excesivo de la prisión preventiva. 
 
 
En relación  a la imposición de mayores requisitos, la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, destaca la ley N° 1760 del estado de Colombia 
que expresamente, limita el uso de esta medida, obligando al operador de 
justicia que cuando quiera tomar esta medida  que demuestre que esta 
medida es la más  adecuada  y tal vez la única que cumpliría con su fin 
primordial. (Ley 1760, 2015) 
 
 
Se puede inferir que como se viene manifestando, algunos estados de la 
región vienen implantando una serie de medidas para combatir esta 
problemática, en este sentido en Colombia, esta medida nos parece 
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positiva su aplicación, puesto que concordamos que debe ser aplicada 
como última medida porque afecta derechos fundamentales. 
 
 
Al respecto la Comisión observa que  en materia de  determinación de 
plazos, el Estado de Colombiano,  ha implementado límites   entre la 
presentación del escrito de acusación y el inicio de la audiencia de juicio 
oral (debe realizarse máximo en  120 días), y entre el inicio de la audiencia 




Queremos pertinente afirmar, que si bien son importantes la 
determinación de plazos y límites, más importante aún seria que se 
realice un control o vigilancia del cumplimiento de la realización de estos 
plazos, sabemos por ejemplo que en nuestro país, un proceso que según 
los plazos legales durarían como máximo un año en la realidad pueden 
durar 5 o 6 años, justificando esta demora en la carga procesal. A ello se 
le suma la mala praxis por parte de los abogados en dilatar los procesos.  
3.2.3. Medidas dirigidas a la reducción del uso de la prisión preventiva  
Durante el análisis que ha realizado la CIDH ha observado que los países han 
adoptado gran variedad de  medidas con fines de viabilizar los procesos para 
que estos procesos se resaliesen mucho más rápidos,  puesto que su demora 
vienen afectando una serie de derechos de las personas en este caso los 
imputados; entre las que destacan:  
1. Revisión periódica  
Para aplicar este tipo de medidas primero se  tiene que tener en cuenta la 
naturaleza y transitoriedad  de la prisión preventiva, cuyo propósito es 
preservar el rumbo de la investigación, y que este proceso se lleve acorde 





En tal sentido la CIDH, nos dice que los países miembros tienen la 
obligación, de verificar, la justificación de cualquier detención sea dictada 
en base a derecho, y estándares de índole internacional y a su vez realizar 
controles periódicos las circunstancias y sucesos que pudieran pasar en el 
proceso, manteniendo un control de los plazos, entendiendo que si estos 




En se sentido entendemos que este pronunciamiento, también se refiere a 
las consecuencias que a caen del devenimiento de esta medida, puesto que 
solo afecta a la persona inculpada que está siendo procesada, sino también 
a todas las demás, y s el estado de velar por todo esto, mediante políticas 
de tipo general para mejorar su sistema judicial. 
 
 
En su informe la CIDH del año del 2013, nos menciona la creación de 
programas  especiales para monitorear la duración de los procesos y la 
realización periódica de mantenimiento de registros adecuados de las 
personas procesadas (Humanos C. I., 2013) 
 
 
Sobre este punto la corte señala que debería existir  de un sistema de 
creación de expedientes eficientes, cuyo fin tendría tener accesos a estos de 
manera rápida, puesto que en el caso  de la prisión preventiva muchas 
veces  la falta de registros de personas que se encuentran en centros 
penitenciarios  genera demoras administrativas. 
Otra medida que manifiesta  la CIDH, es la preparación  temprana para el 
juicio, aplicada en Canadá durante los años 2015 y 2016.  
De igual forma toma como ejemplo al estado de Bolivia, con su plan 
Nacional de Descongestionamiento del sistema penal, cuyo fin era la 
integración del sistema penal y agilización penal desarrollada en 4 fases: 
 Realización de un inventario, sobre audiencias pendientes 
 Implementación de los equipos de descongestionamiento 
 Seguimiento de la gestión por objetivos 
66 
 
 Seguimiento de la gestión por evaluación 
La Comisión manifiesta que por ejemplo en relación a los inventarios de 
audiencias pendientes, se ha podido determinar que en casos que no se han 
podido dictar prisión preventiva se debería a la falta de disponibilidad de los 
jueces, o en su defecto que estos que sean escasos. 
 
 
A lo anterior manifestado la CIDH, nos dice que son los tribunales 
departamentales y principalmente los tribunales supremos nacionales, 
quienes deben determinar los recursos económicos, materiales y humano 
para resolver estos problemas, los cuales también tendrían que tener el 
aparato logístico necesario. A si mismo menciona que deben asignarse 
estos trámites de carácter administrativo a despachos que no tengan tanta 




En este sentido, entendemos que al referirse a los tribunales nacionales, se 
refiere a entidades de orden político económico, en el Perú seria ministerio 
de económica quien determina los gastos, y asignaciones que se da en base 
a necesidades fundamentales de la población.  
2. Medidas para garantizar la celebración de audiencia 
Este tipo de medida tiene como fin que se lleve a cabo la realización de las 




Las causas que afectan la indebida prolongación del proceso en el caso de 
la prisión preventiva, se deberían a la suspensión de audiencias, cuyos 
factores suelen ser consecuencia de una mala cooperación, y coordinación 
entre los administradores de justicia. (2013) 
 
 
Así por ejemplo la corte menciona, que en el caso de la mala cooperación 
entre los administradores es que muchas veces tienen problemas con las 
notificaciones, lo que suelen hacer las entidades judiciales es la contratación 
de terceros, los cuales no tienen un debido control. “La CIDH en su informe,  
67 
 
señala que el alto índice de suspensión de audiencias y la falta de 
coordinación entre los sujetos procesales constituía una deficiencia 
estructural respecto a la situación de las personas en prisión preventiva” 
(CIDH, 2017). En este sentido la corte saluda a los estados de Bolivia y 
Paraguay, que han realizado avances respecto a implantar medidas para 
que la relación de sus entidades judiciales colaboren entre sí, cuyo efecto 
fue una reducción en la no realización de dichas audiencias.  
Al respecto, en el estado Boliviano se han realizado reuniones donde se ha 
implementado mesas inter institucionales,  específicamente en la ciudad de 
Cochabamba, entre la sociedad civil  y órganos judiciales, (misterio público, 
defensoria publica, sistema penitenciario y tribunal de justicia) han tenido 
resultados positivos, así por ejemplo los temas han sido, medidas para 
resolver los obstáculos burocráticos, y preparación de las jornadas 
judiciales. 
3. Realización de audiencias en las cárceles. 
La realización de las audiencias en las cárceles permitiría en nuestro caso 
que los administradores de justicia estén en contacto directo con la 
problemática existente en las cárceles, realizándose a través de un contacto 
directo,  provocando así un grado de sensibilización de estos con los 
procesados. 
Tiene el fin de sopesar las dificultades existentes, en el traslado de los 
procesados de los centros penitenciarios a los juzgados,   como son: falta de 
guardias para cuidar el traslado, carencia de medios de energía como gas 
gasolina, etc.  
En nuestro país es muy usual que si uno quiere acelerar un proceso, 
muchas veces tiene que enfrentarse a la burocracia e inclusive al desinterés 
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de los operadores en este caso las personas encargas de administrar 
justicia. 
 
4. Realización de Audiencias previas 
La CIDH, recomienda a los estados, garantizar el principio de inmediación y 
contradicción en tal sentido, esta realización de audiencias previas para 
conocer y hablar con las partes del proceso son importantes pues que hacen 
un acercamiento directo entre ellas, también manifiestan que estas 
audiencias  sean públicas y que no tengan tanta demora. 
“En particular, a fin de asegurar el derecho de la defensa, la Comisión ha 
determinado que las personas acusadas deben estar presentes y ser 
escuchadas por la autoridad judicial”. (2013).  Por consecuencia la Comisión 
establece que esta medida no debe basarse solo en la vista del expediente 
del caso, sino en los hechos de consecuencia futura que representarían 
aplicar esta medida a los procesados. 
Este tipo de medidas tienen que tener un alto índice de cuidado pues que 
afecta a la libertad personal de una persona es por eso, que debe ser 
totalmente debatido por las partes, siendo iguales, tanto en su parte de la 
defensa técnica como el fiscal, ahora en  
 
 
Para el aseguramiento, de esta igualdad el abogado defensor tiene que 
contar con las mismas armas que el fiscal, como el acceso de información, 
los cuales permiten contradecir y plantear estrategias en el caso, 
dependiendo de sus características especiales, así mismo poder estar 
presente en las actuaciones de las diligencias fiscales y policiales que no 
propongan obstaculización del proceso. (CIDH, 2017, pág. 122) 
 
 
En tal sentido, en esto punto, creemos que si existe igualdad, dependiendo 
claro de la naturaleza del delito, puesto que también podría ser tomado 
como intromisión y obstaculización del proceso, lo que sí podría hacerse, es 
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la digitalización de lo actuado para que la burocracia administrativa no sea 
tan tediosa y lenta. 
 
3.3. Planteamiento de Modificación  del art. 269, inc. 1 
Una vez analizada toda la problemática existente, en relación al uso de la prisión 
preventiva, y el peligro de fuga como principal presupuesto,  con diferente casuística 
y análisis de los pronunciamientos de órganos judiciales del País, creemos que la 
solución estaría en plantear una modificación en el artículo 269, inciso 1 del Código  
Procesal penal, para ello utilizamos, el Reglamento del congreso de la Republica así 



























DISCUSIÓN Y ARGUMENTOS QUE JUSTIFICAN Y RECHAZAN LA APLICACIÓN DEL 
PELIGRO DE FUGA EN LA PRISIÓN PREVENTIVA 
 
Este capítulo contiene una discusión y debate entre aquellos argumentos que sostienen 
que la prisión preventiva es de aplicación de derecho y por lo tanto no infringe derechos 
fundamentales, mientras otros juristas rechazan a la prisión preventiva, así creemos 
pertinente presentar estos argumentos los cuales nos ayudan a sustentar nuestra 
posición. 
 
4.1. Argumentos del peligro de fuga  
El jurista Correa Núñez (2018), nos hace un análisis  del caso  Walter Ríos,  el cual 
nos da una serie de pautas con respecto al peligro de fuga teniendo en cuenta sus 
arraigos de los cuales nos dice que: 
a) El arraigo que tiene una persona con respecto al desplazamiento dentro del país, 
no será impedimento que posibilite la fuga, el hecho que una persona quiera 
fugarse es una posibilidad real, ya que este dentro de su interior tiene terror a 
estar en prisión, no existe ni hay medida que posibilite la fuga de un procesado, 
incluso estando en un centro penitenciario hay probabilidad que se escapen, por 
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eso tienen vigilancia. Así nuestro Código procesal penal, manifiesta una alta 
probabilidad  de que un ciudadano procesado pueda eludir la acción penal. 
b) Así nos manifiesta el jurista que es importante tener en cuenta la sumatoria de las 
penas temporales. Entendiendo que la cuantía y gravedad de la sanción punitiva, 
por si solas no pueden determinar esta prisión, por lo tanto no fundarían como un 
elemento de convicción, es decir nos dice que tiene que colegir con otros 
elementos en conjunto. 
c) El examen que se realiza al imputado en relación si este representa peligro de huir 
u obstaculizar, debe ser realizado de manera personalísima, en relación al hecho 
delictivo, por ejemplo  si el delito fuese pertenecer a una organización criminal, por 
defecto si se dicta esta medida a uno de los integrantes por consecuencia todos 
los demás también tendrían que aplicarles esta medida, lo cual nos parece no 
apropiado, pues se tiene que analizar el grado de jerarquía y participación. El 
jurista Luis Castillo Alva, nos dice: 
 
 
Es importante determinar claramente  el peligro procesal en la prisión 
preventiva, puesto que a través de esta se separa de otras medidas en 
cuestión a privar de manera ilegítima a una persona un derecho 
fundamental, puesto que se supone que es una pena anticipada de un 
delito cometido. Dicho de otra manera sin este peligro de obstaculización o 
tentativa de fuga, solo sería aplicar una anticipación de la pena 
entendiendo que el investigado va ser declarado culpable, cosa que aún no 
sabemos, (Castillo, 2018) 
 
 
Hacer una diferencia entre una pena anticipado con una pena, no tendría sentido 
puesto que aún no hay sentía firme y peor aún no existe un culpable sentenciado, 
que pasaría si al final de esta investigación, resulta que el procesado es inocente. 
Uno pregunta que nosotros nos hacemos en relación a nuestra investigación. 
Podemos manifestar y en base al análisis que hace el jurista que la prisión 




Así el art. 268.a, que manifiesta a los graves y fundados elementos, estaríamos 
viendo a esta medida desde una óptica convencional o constitucional, en tal sentido 
si sería una pena anticipada 
Nuestro tribunal constitucional al igual que la Comisión  Interamericana, manifiestan 
que no es una pena anticipada, ni tampoco un equivalente de esta medida, puesto 
que no se ha llevado a cabo todavía ningún juicio, ya que tanto material como formal 
el procesado aún tiene la presunción de inocencia, como derecho fundamental 
además ni se ha armado un caso donde se haya actuado todos los medios 
probatorios. 
Otra postura también tenemos que existen indicios que revelarían que en desarrollo 
del proceso podría develarse la existencia de una cauda de justificación de la 
responsabilidad penal,  estos debieran ser vistosa como factores de influencia en el 
fumus bini uiuris,  así esta afirmación guarda estrecha relación con juristas de la 
doctrina española que manifiestan, dos grados de derecho, i) indicios razonables  
que justificarían la privación de libertad como medio de prevención y ii) motivos 
bastantes sobre la responsabilidad que el procesado tiene. 
Esta postura es criticada por Málaga  Diéguez que nos dice: 
 
 
Esta postura no convence, puesto que si tiene en cuenta la existencia de 
una causa controvertida que justifique dicho hecho, no impediría, el inicio 
de juicio y por consecuencia tampoco serian impedimentos para dictar 
medidas de aseguramiento del proceso,  ahora si esta causa de 
justificación queda fundamentada desaparecería el fumus buni iuris, no 
abriendo sustento para plantear una imputación, y lo cabe cabria seria 
pedir el sobre seguimiento penal. (Malaga, págs. 167-168) 
 
 
En este sentido, no estamos de acuerdo con la critica que hace el jurista, puesto el 
fumus boni iuris, hace una evaluación de grado una probabilidad,  lo que cabría para 
el caso, la ausencia de indicios de la realización  de un delito, lo que si se podría 
manifestar que no hay suficientes presupuestos para dictar la prisión preventiva. 
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4.2. Pronunciamiento del Tribunal Constitucional, sobre el peligro procesal 
El tribunal en la sentencia nos manifiesta: 
 
 
La existencia del  peligro procesal se da cuando el imputado que posee 
libertad, puede ingerir en; ocultar pruebas, desaparecer documentación, 
influir en personas, alterar la investigación o algún medio probatorio de 
carácter personal cuyo objeto sea perturbar el buen desarrollo del proceso. 
(Sentencia 01555, 2012) 
 
 
En este sentido que nuestro tribunal, detalla de manera expresa cuales serían los 
supuestos por el cual se podría configurar existencia del peligro, pero en cuyo 
defecto queda a criterio del os operadores poder interpretar dicho postulado. 




La existencia del peligro procesal, se da en base a circunstancias 
anteriores y posteriores del hecho delictivo, ligados a antecedentes del 
inculpado así como una serie de características de arraigo, que se tienen 
que primero que fundamentar y después probar, entendiendo la naturaleza 
de cada caso y de cada delito. (Sentencia 329-2005, 2005) 
 
 
Así el TC, también hace referencia a elementos que son mencionados por 
organismos internacionales los cuales velan por el buen ordenamiento jurídico, así se 
entiende que proteger derechos fundamentales es importante, los cuales nos sirven 
para fundamentar nuestra problemática. 
a. Casación 631-2015, Arequipa 
 
 
“De acuerdo con la Casación 361-2015, Arequipa, el peligro de fuga hace 
referencia a la probabilidad de que el imputado en caso de permanecer en 
libertad, vaya a sustraerse a la acción de la justicia, evitando ser juzgado o 




En este sentido hacemos hincapié en la palabra referencia que sirve como 
postulado a una posibilidad, que pueda ocurrir, entonces estaríamos hablando de 
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supuestos que pueden darse en el futuro, pero para nuestro caso, son supuestos 
que se dan durante la investigación. 
Como se ha mencionado anteriormente en capítulos anteriores, la prisión 
preventiva es una medida de origen excepcional, puesto que lo normal es para 
una persona imputada que esta acuda a las instituciones que se encargan de la 
administración de justicia de manera libre. Consecuentemente podemos decir  que 
el privar a una persona de su libertad es una excepción a la regla y se toma como 
ultima ratio, y lo que podría hacerse es dictar medidas alternativas que 
anteriormente desarrollamos. 
Es así que entendemos que en materia de derechos humanos, la normativa 
jurídica debe aplicarse de manera favorable y eficiente para que estos derechos 
se respeten en tal sentido debe aplicarse bajo el principio de necesidad para lo 
cual se requiere: 
La característica de excepcionalidad, por su naturaleza y función, a otro tipo de 
medida cuya justificación debe ser total mente justificada y  calificada. La otra 
característica seria la capacidad de utilizar medidas alternativas,  es así que para 
que se realice esto tendría que convenir la concurrencia de presupuestos 
materiales, para que no se vulnere la libertad de una persona. 
 En consecuencia también deberían existir criterios relevantes que posibiliten una 
posible fuga, no cabe presunción, sino más bien  basados en elementos sólidos, a 
ellos sumarles antecedentes morales  que complementen su arraigo, ahora la 
pena, no tiene que ser relevante esto quiere decir, que lo que importad es la 
gravedad del delito, si no se cumplen con todos estos presupuestos y medidas no 
se puede dictar la prisión preventiva. 
 
4.3. Argumentos que justifican la prisión preventiva 
Dentro de los cuales tenemos a: 
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a. Como medida de aseguramiento de  los objetivos del proceso 
El justificar esta medida, es tomado como argumento positivo, así la práctica hace 
referencia en favor de esta postura así nos dice el jurista Sandoval en: 
 
 
Esta medida es una institución jurídica, que está en el ordenamiento de 
casi todos los países del mundo, y en todos tiene el fin de aseguramiento 
que el procesado acuda a la acción penal. Así como asegurar también la 
pena y su cumplimiento,  también reitera que es la función de la fiscalía 
asegurar que el proceso se lleve a cabo. (Sandoval, 1989). 
 
 
En este sentido la fiscalía está a cargo de  la acción penal de acusar, pues no es 
de todo cierto, puesto que la fiscalía se encargara en la etapa de diligencias 
preliminares, de reunir los elementos de cargo ye de descargo, esto significa que 
tanto para acusar como para sobreseer  la investigación. 
b. Se justifican por motivos de seguridad 
Esta medida según la política de aplicación de normas judiciales en México nos 
dice: “Una opinión en favor de la prisión preventiva  se encuentra en la propuesta 
para el plan de seguridad” (publica, 2006),  esta plan de seguridad, buscan tomar 
medidas de aplicación inmediata para generar más seguridad publica en la 
sociedad. 
El supuesto que los ciudadanos que están sometidos a un proceso judicial, son 
encerrados en centros penitenciarios sin tener una sentencia firme y por ende aún 
no se ha demostrado su culpabilidad  violando su presunción de inocencia, 
vulnerando su defensa demuestra una violación a dicho principio, lo cual tendría 
que ser analizado constitucionalmente. Así Elías Carranza nos dice:  
 
 
La respuesta a la eficacia a la necesidad de aseguramiento del respeto de 
sus derechos  de las personas frente a un posible delito, debe estar 
sustentada bajo una  respuesta constituida en un supuesto dilema, el 
estado no puede justificar el velar por el ordenamiento de seguridad  de la 
ciudadanía para colocar a todo aquel sospechoso y ponerlo bajo recaudo 




Entendiendo este razonamiento, no por proteger y velar por un debido 
ordenamiento y protección de la delincuencia, se va meter presos a cualquier 
sospechoso, como lo venimos repitiendo hay medidas alternativas las cuales 
deben aplicarse de manera inmediata.  
 
4.4. Argumentos que rechazan la prisión preventiva 
a. Con respecto al uso excesivo de la medida 
Podemos decir que existe un uso excesivo de la aplicación de esta medida, 
entiendo primero que no se aplica el principio excepcional cuya naturaleza está 
constituido en el excesivo uso, así lo demuestra lo mencionado en el informe que 
emite la comisión interamericana de derechos humanos realizado el años 2013, 
que la mayoría de países, aplica esta medida de forma indiscriminada, teniendo 
efectos de ser una condena anticipada y prejuzgando la futura decisión del 
magistrado. 
La aplicación de la prisión preventiva es inaceptable, puesto que existen otro tipo 
de medidas, las llamadas alternativas, que tienen un origen menos lesivo. 
b. Sobre la nula acción rehabilitadora 
En este aspecto el jurista Carrasquilla nos dice: “(…) son de los aspectos más 
negativos cuando se abusa de la prisión preventiva, llevando a los detenidos a 
estar sin condena en periodos largos de tiempo, están los siguientes” de lo que se 
entienden que generan una serie de problemas de los cuales tenemos: 
 El impedimento de ejecutar una acción resocializadora, puesto que aun 
estando en el centro penitenciario, no se tiene localidad de interno. 
 El encarcelamiento, promueve que el procesado conozca y aprenda la 
conducta delictiva, puesto que no existe una debida separación,  los internos y 
los procesados se encuentran juntos. 
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 Generan un hacinamiento poblacional generando vulneración de derechos a 
toda la población carcelaria. 
El jurista García Valdez, nos dice que:  
 
 
Se considera aplicar un criterio de conciencia, en el pensar que esta 
medida es inútil  y perjudica a las personas, hay acepciones que están 
basados en las conductas criminales delictivas, pero tienen que ser hechos 
irrefutables  los cuales no tendrían ni siquiera plantear discusión al 
respecto, pero en la actual coyuntura que vivimos estas medidas se 
aplican por aplicar. (Garcia, pág. 77) 
 
 
De lo anterior manifestado por el jurista si bien consideramos que el uso de la 
prisión preventiva es excesivo y abusivo, consideramos que no pueden estar 
basados en argumentos de moralidad  o criterios de conciencia, sino más bien en 
argumentos sólidos y firmes  que estén respaldados en la conjunción de pruebas 
sustentadas ante el ordenamiento judicial. 
c. Sobre su efecto negativo en la impartición de justicia 
Bajo esta premisa podemos manifestar que existe un uso excesivo por parte de 
los magistrados de dictar esta medida, en consecuencia son procesos de larga 
duración, que afectan no solo a los procesos de medidas preventivas sino a todos 
los demás existentes, ya que se convierte en un elemento que suma a la carga 
procesal existente. 
d. Sobre su efecto negativo en el sistema penitenciario 
Ramos Jara nos dice: “en muchos países los reclusos en régimen de prisión 
preventiva sufren las peores condiciones de reclusión” (Jara M. , 2008) en este 
sentido podemos manifestar que el encarcelamiento en el Perú, es deplorable, 
primero no hay suficientes cárceles, segundo las existentes no cumplen con las 
condiciones básicas para mantener a tanta población, un reincidente habitual a las 
cárceles muchas veces entra y en vez de rehabilitarse, se especializa en cometer 
actos delincuenciales, así por estas u muchas otras razones aparte del aspecto 
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psicológico y el daño irreparable que sufre el procesado durante si instancia es 
netamente negativo. 
e. Sobre su impacto en el aspecto económico  
En este aspecto el jurista Ojeda Velásquez. Nos dice:  
 
 
Imponer la privación de libertad a una persona que aún no tiene sentencia 
y tiene la calidad de investigado,  resulta altamente costosa, los gastos 
logísticos de habitabilidad, relacionado con las instalaciones, alimento, 
personal de vigilancia, etc. Siendo el estado quien tiene que presupuestar 
todos estos gastos, entendiendo que la obligación  que tiene es la de velar 




En este sentido se entiende que el estado no podría invertir lo suficiente, puesto 
que tiene otras urgencias de índole primario, dejando en ultimo orden este 
aspecto, ahora si bien se puede exigir  que el estado asigne lo debido para 
afrontar esta problemática,  también lo que podría plantearse es que estos centros 
generen sus propios ingresos que se conviertan en verdaderas instituciones 
autónomas, generando así un mejor tratamiento para sus internos y procesados. 
f. Sobre sus efectos en la dignidad del procesado 
Martínez Rincones, nos dice: en este proceso el procesado que ahora está preso 
no aprende un solo valor social, mucho menos llega a conocer sus derechos y 
obligaciones, es decir cuando el procesado “ingresa a prisión este se sumerge en 
un torbellino de destrucción psíquica, física, mental y moral”. (Martinez, 2008). Es 
cierto puesto que aquella persona que ha permanecido bajo prisión un tiempo 
determinado, ya no vuelve a ser la misma, es más se puede inferir que se le 
puede dañar de manera irreparable. No hay que olvidar que tanto el interno como 













PRIMERA: La valoración que se realiza del requerimiento de prisión preventiva tiene su 
mayor incidencia en los arraigos procesales, siendo el peligro de fuga, uno de 
los más importantes y usados para dictar dicha medida, pero esta valoración 
es incompleta, subjetiva y coyuntural, porque no existen parámetros reales, 
los cuales nos brinden una certeza real, si bien hay pronunciamientos hay 
casuística, pero esta es uniforme, en el Perú, existe un excesivo pedido de 
prisión preventiva, los cuales en la mayoría de casos están basados en este 
presupuesto, aplicándose de la norma de manera taxativamente. En el Perú, 
se pondera la postura positiva y esta a su vez van de la mano con las 
políticas populistas influenciadas por la prensa, y la ciudadanía las cuales 
ejercen presión en las decisiones de los operadores de justicia.  
 
SEGUNDA: El peligro fuga, determina en la mayoría de los casos, el pedido de prisión 
preventiva, no obstante en un país como el Perú, donde solo un 50% de las 
personas tienen domicilio fijo y menos del 45% tienen trabajo estable, no se 
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podría valorar realmente estos supuestos. Pues si fuese así, tendríamos a 
más de la mayoría de peruanos, que se encuentran en un proceso penal, no 
pasarían este filtro y tendríamos nuestras cárceles repletas de procesados y 
en prisión preventiva, es importante, que nuestros legisladores analicen este 
aspecto otorgando otro tipo de soluciones y no abusar de la prisión 
preventiva. 
 
TERCERA: Si bien el derecho de defensa, derecho a la libertad de tránsito, y 
principalmente derecho a la libertad, son protegidos constitucionalmente, en 
el Perú, actualmente se valora más, la concertación del poder punitivo del 
estado, por ende lo que a la mayoría de los administradores de justicia le 
importa es que se realicen los procesos con el fin de aplicar justicia, es por 
eso que entendemos que el peligro de fuga, actualmente es el máximo 
supuesto, el cual facultad al legislador, no importando si vulneran derechos 
fundamentales del imputado. 
 
CUARTA: Existen varios pronunciamientos internacionales en especial los emitidos por 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, una en el 2013 y otra en el 
2017, los cuales manifiestan el abuso y uso excesivo de esta medida, a su 
vez nos platean medidas y alternativas para que los estados de américa latina 
tomen como políticas generales, para la disminución de la aplicación de la 
prisión preventiva, cabe recalcar que en la presente investigación hemos 
tomado como ejemplos estas medidas para crear parámetros a la solución de 






















1) Dada la presente tesis, hemos observado que el tercer presupuesto material para 
dictar prisión preventiva por parte del juzgador, respecto de eludir la acción de la 
justicia (peligro de fuga), el mismo que se encuentra establecido en el artículo 269º del 
Código Procesal Penal, en cuanto a los arraigos contemplados en el inciso 1 del 
mencionado artículo, los mismos que comprenden el arraigo domiciliario, familiar y 
laboral, necesitan ser precisados a fin de ayudar al operador de justicia, por lo que se 
sugiere que en cuanto al arraigo domiciliario debe ser determinado no solo por el 
domicilio o residencia habitual como actualmente lo indica el referido artículo, sino por 
el tiempo que el procesado tenga en el mismo, pues por ejemplo no puede afirmarse 
que existe peligro de fuga por vivir en un domicilio alquilado, cuando tiene un contrato 
de alquiler por un año y ha renovado el mismo contrato por bastante tiempo, entonces 
el factor que determinado su arraigo domiciliario es el tiempo, lapso que tiene 
habitando en el domicilio o residencia. 
 
2) Así también, respecto del arraigo familiar, el inciso 1 del artículo 269º del Código 
Procesal Penal solo menciona “asiento de la familia”, lo que no da mayor claridad a 
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que se entiende con dicha frase, por ello se sugiere que el análisis sea en cuanto a la 
dependencia que tenga la familia del imputado en relación a éste, la misma que debe 
ser una dependencia familiar real y efectiva, donde el procesado no tenga 
investigaciones por violencia familiar, omisión a la asistencia familiar o procesos de 
alimentos, para lo cual el Estado debe implementar un sistema inter institucional entre 
Ministerio Público y Poder Judicial para obtener inmediatamente resultados de los 
procesos e investigaciones del imputado. 
 
3) Del mismo modo, en cuanto al arraigo laboral, planteamos que el procesado en 
relación a sus negocios o trabajo, éste dependa económicamente de dicha actividad, 
la misma que debe ser real y efectiva, para ello también proponemos que es necesario 
el apoyo de las autoridades correspondientes que contribuyan a una mayor 
formalización de trabajadores tanto dependientes como independientes, el mismo que 
no genere mayor gasto administrativo y tributario a las empresas o personas naturales 
para acudir a la formalización. 
 
4) Por tanto, a fin de que el operador de justicia tenga mayor claridad y precisión al 
momento de realizar el análisis del tercer presupuesto material de prisión preventiva 
en relación al peligro de fuga y en su caso dictaminar la misma sin violar derechos 
fundamentales del procesado, especialmente en aquellos que son primarios, se 
propone la modificación del artículo 269º inciso 1 del Código Procesal Penal, para cual 
presentamos un proyecto de ley, el mismo que se encuentra adjunto como anexo 01. 
 
5) Finalmente, se sugiere también que para continuar y garantizar la presencia de la 
parte imputada durante el proceso penal en aquellos casos donde corresponda al 
operador de justicia dictaminar fundado el requerimiento de prisión preventiva, en vez 
de colocar directamente en un centro penitenciario al procesado, se aplique otro tipo 
de medida, como es el caso del Decreto Legislativo Nº 1322 de fecha cinco de enero 
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del dos mil diecisiete, respecto de la vigilancia electrónica personal, como una 
alternativa para casos en donde los imputados sean reos primarios, con excepción de 









































Anexo n° 1 
PROYECTO DE LEY 
Ley que modifica el artículo 269º, 
inciso 1 del Código Procesal 
Penal. 
 
LEY QUE MODIFICA EL ARTICULO 269º, INCISO 1 DEL CODIGO PROCESAL 
PENAL, REFERIDO A EL PELIGRO DE FUGA, RESPECTO A SU 
CALIFICACION  
 
EXPOSICION DE MOTIVOS  
 
Nuestro Código Procesal  Penal, en su artículo 269, manifiesta que el peligro de fuga, el 
cual es un presupuesto necesario para la legitimar dicha medida de coerción. En este 
sentido debemos precisar que no se determina en el presente artículo, la valoración de 
un juicio razonable, la cual nos conduciría a presumir la existencia de este peligro 
procesal, los que finalmente serán valorados por el juez, para dictar esta medida de 
privación de libertad. 
 
No cabe interpretacion de los elementos de referencia establecidos por la Ley, ni la 
gravedad de la pena por más que esta sea muy alta. Al contrario el juez deberia ponderar 
todos los elementos bajo su real incidencia existente para el caso en concreto, ademas 
adicionalmente tiene un deber de motivar su decisión adscrito a una posible nulidad, 
prescrita en los articulos 254 y 271 del Nuevo Codigo Procesal Penal. 
 
A lo mencionado debemos manifestar que en el Perú, en estos ultimos años, ha crecido 
un alto indice de aplicación de dicha medida, agravando así el problema, por lo cual se 
violan principios, tales como la presuncion de inocencia, puesto que esta medida es 
tomada como una pena anticipada, entonces podemos pensar y que pasa si al final del 




La Convencion Americana de Derechos humanos en su artículo 7.5 y el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su articulo 9.3, nos manifiestan que la 
necesidad  de asegurar la comparecencia del imputado no esta consagrada como 
fundamento legítimo de la prision preventiva, por el contrario más bien en el otorgamiento 
de garantías, a las cuales puede quedar subordinada al derecho a la libertad del 
imputado en el proceso. La uníon que se da entre el aseguramiento de la comparecencia 
y el peligro de fuga, se puede consolidar ya a partir de la Convension   Interamericano de 
Derechos Humanos 
 
EFECTOS DE LA NORMA SOBRE LA LEGISLACIÓN NACIONAL 
 
La presente iniciativa legislativa busca modificar el artículo 269, inciso 1 del  Código 
Procesal Penal, otorgando al juez:  
Fórmula Legal del Proyecto de Ley 
Artículo 269º.- Peligro de fuga 
… 
1. El arraigo en el país del imputado, determinado por:  
a. El tiempo que tenga en el domicilio o residencia habitual. 
b. La dependencia real del imputado respecto de su  familia. 
c. La dependencia economica de la actividad que realiza en su trabajo y las 
facilidades para abandonar definitivamente el país o permanecer oculto. 
 
ANÁLISIS COSTO BENEFICIO 
La presente iniciativa legislativa no generara gastos al presupuesto del Estado, de acorde 
a lo desarrollado en la exposición de motivos. 
Estando conforme a lo establecido en el artículo 75º del Reglamento del Congreso de 





LEY QUE MODIFICA EL ARTICULO 269º, INCISO 1 DEL CODIGO PROCESAL 
PENAL, REFERIDO A EL PELIGRO DE FUGA, RESPECTO A SU 
CALIFICACION  
 
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA; 
Ha dado la Ley siguiente: 
 
Artículo 1º.- Finalidad 
La presente Ley tiene por finalidad modificar el artículo 269 inciso 1 del Nuevo Código 
Procesal, en el extremo referido al peligro de fuga respecto a su calificación.  
 
Artículo 2º.- Normas a derogar o dejar sin efecto 
Derogase o déjese sin efecto las disposiciones legales que se opongan a la presente Ley. 
Artículo 3º.- Vigencia 
La presente Ley entrara en vigencia al día siguiente de su publicación en el diario Oficial 
El Peruano. 
Comuníquese al señor Presidente de la Republica para su promulgación. 
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2. Tema y titulo 
“Análisis de la formulación del requerimiento de prisión preventiva respecto al peligro 
de fuga, Arequipa 2018”. 
 
2.1 Planteamiento del Problema 
La prisión preventiva constituye en nuestros tiempos uno de los más grandes 
problemas que tiene el derecho penal así por ejemplo Ferrajoli (2018) cuestiona 
su normatividad y regulación y la califica materialmente como una imposición de la 
pena adelantada, manifestando que es inconstitucional.  
Así también en otros sectores del derecho, manifiestan que si bien la prisión 
preventiva constituye una limitación de un derecho fundamental, que viene a ser la 
libertad individual, esta aplicación es legítima, puesto que cumple con la normativa 
vigente como son los presupuestos ya establecidos en la norma, los cuales 
garantizan el fin del proceso. 
 
Es así que inmersa en la prisión preventiva el peligro de fuga es un presupuesto 
procesal, cuyo objetivo es el aseguramiento de la comparecencia del imputado 
principalmente al juicio oral, garantizando el correcto desarrollo del proceso penal.  
 
Ascencio Mellado (1997, pág. 201), manifiesta que para dictar  el presupuesto de 
peligro de fuga  tiene que concretarse basicamente dos puntos; primero  el 
aseguramiento de la presencia del imputado al proceso, fundamentalmente la 
presencia de este al juicio oral y segundo el sometimiento del imputado ya 
procesado a la ejecucion de la pena a imponer. En este orden de ideas  
entendemos que  el  autor nos manifiesta que este presupuesto busca asegurar  
la presencia del presunto autor del delito, para que asi se pueda llevar un proceso 
sano y puro.  
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Ahora nuestro enfoque esta basicamente en determinar si la valoración de este 
presupuesto por parte del Ministerio Público es el adecuado frente a la diligencia 
de verificación de los arraigos procesales.  
 
Queda claro que el presupuesto peligro de fuga busca directamente que el 
procesado no se sustraiga de la acción penal. Por otra parte, al dictarse la medida 
de prisión preventiva en contra del procesado sin tener la valoración adecuada del 
presupuesto del peligro de fuga, se estaría afectando el derecho a la libertad y 
derechos conexos como de libre tránsito, derecho del trabajo etc. 
  
El problema radica básicamente en determinar si la norma procesal, siendo más 
específico este requisito puede anteponer derechos fundamentales que le verían 
vulnerados al imputado. 
 
Del expediente N° 1297-2011 que trata sobre el  delito de violencia contra la 
autoridad para impedir el ejercicio de sus funciones, tipificado en el artículo N° 366 
del NCPP, del cual se ha analizado este problema, se desprende que el Ministerio 
Público solicitó mandato de prisión preventiva bajo el fundamento que una 
persona no puede acreditar el arraigo domiciliario solamente con la demostración 
que pernocta permamentemente en una habitación. Asimismo, indicó que el 
certificado domiciliario que acredite el domicilio debe ser emitido por un notario, 
juez o por el municipio respectivo, caso contrario dicho documento no sería  
adecuado, conllevando a poner en tela de juicio el arraigo de calidad y su 
idoneidad.  
De ello podemos deducir que al valorar unicamente los arraigos procesales estos 
no pueden tener mayor ponderacion con respecto a derechos fundamentales 
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como privar de la libertad tal y como lo manifiestan pronunciamiento de 
organismos internacionales. 
 
Respecto al Nuevo Código Procesal Penal, en su articulo 268 y especificamente 
en el articulo 269 se manifiesta el peligro o riesgo de fuga como presupuesto 
necesario para legitimar la prision preventiva (NCPP, 2004, págs. 268-269). Pero 
mas no se establecen ni determinan razonablemente juicios cuya concurrencia no 
nos conducen a afirmar peligro de evasion por parte del imputado, sino que se 
limitan a señalar una serie de criterios propuesto por el Ministerio Público que 
finalmente valorara el juez para que a partir de ellos determine la existencia o no 
del riesgo de fuga. (NCPP, 2004, pág. 268) 
 
No cabe interpretacion de los elementos establecidos por la Ley, ni tampoco de la 
gravedad de la sancion punitiva por más que esta sea elevada. Por el contrario es 
el juez quien pondera los elementos bajo su real incidencia existente para el caso 
en concreto, ademas adicionalmente tiene un deber de motivar su decisión 
adscrito a una posible nulidad, prescrita en los articulos 254 y 271 del Nuevo 
Codigo Procesal Penal. 
 
Es por eso que el peligro de fuga como presupuesto del requerimiento de la 
prision preventiva solicitada por el Ministerio Público no puede ser planteada 
esquematicamente según criterios abstractos, sino que debe existir un claro 
ordenamiento sustantivo legal acorde al respeto de derechos fundamentales.   
 
La Convencion Americana de Derechos humanos en su artículo 7.5 y el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su articulo 9.3, nos dice que la 
necesidad de asegurar la presencia del imputado, no se justifica como 
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fundamento legítimo para la prision preventiva, por el contrario más bien en el 
otorgar garantias, las cuales puede estar subordinada al derecho a la libertad del 
imputado en el proceso. La uníon que se da entre asegurar la presencia y el 
peligro de fuga, se puede consolidar a partir del ordenamiento de la Convension 
Interamericano de Derechos Humanos (CIDH).  
 
Por otra parte, el artículo 7.5 de la CIDH nos dice que toda persona que s 
detenida tiene el derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o sino ser  
puesta en libertad, sin perjuicio de continuacion del proceso, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos manifiesta: “su libertad podra estar 
condicionada a garantias que aseguren su presencia en el juicio”, es acaso 
importante tener autorizacion para privar de la libertad al imputado o detenido, 
dentro de los limites necesarios para establecer la no evación de la accion de la 
justicia (CIDH, 2000, pág. 7.5).  
 
Finalmente es importante manifestar a lo anterior escrito, que el fin del proceso es 
buscar la paz social, la cual la entendemos que se debe desarrollar en perfecta 
armonia sin restringir ni vulnerar derechos a los ciudadanos, que estan dentro de 
un proceso judicial, para ello se debe aplicar las normas sustantivas de manera 
apropiada, la prision preventiva tiene sus requisitos y fines, los cuales deben estar 
subsumidos tambien en aquellos aportes y/o pronunciamientos internacionales, es 
por ello que realizamos este analisis porque tenemos la firme conviccion que hay 
un real problema. 
 
 
3. Planteamiento del problema  
a. Problema General  
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¿Cómo se realiza la valoración del requerimiento de prisión preventiva respecto a la 
incidencia peligro de fuga? 
b.  Problema Específico 
b.1. ¿Existe una influencia de la  valoración del peligro de fuga en el requerimiento 
de prisión preventiva? 
b.2. ¿Son los arraigos, determinantes para vulnerar derechos fundamentales del 
imputado? 
c.3. ¿Existe pronunciamiento de organismos internacionales, acerca del peligro 
procesal? 
 
4. Objetivos  
a. Objetivo General 
Analizar la valoración del requerimiento de prisión preventiva, respecto a la 
incidencia del peligro de fuga.  
b. Objetivos Específicos 
b.1. Determinar la influencia de la valoración del peligro de fuga respecto al 
requerimiento de Prisión Preventiva. 
b.2. Analizar si los arraigos que manifiestan el peligro de fuga son determinantes 
como para privar derechos fundamentales al imputado. 
 
b.3. Precisar si existiese, pronunciamiento por organismos internacionales, respecto 







5. Fundamentación o justificación de la investigación 
La investigación que realizamos tiene parámetros reales de derecho, que conlleva a 
una problemática real, existente en nuestros juzgados que nacen desde el 
planteamiento que realiza el ministerio público. 
 
El análisis y estudio del tema sirven para generar estudio dogmático, de interés 
nacional, basándonos también en pronunciamientos de Organismos Internacionales 
los cuales, nuestro país está suscrito. 
Queremos que a partir de los resultados de este análisis se genere basta información 
para ampliar el conocimiento de los estudiantes, del pregrado o profesionales de la 
carrera. 
 
El tema planteado tiene relevancia jurídica y social ya que es un aporte plasmado en 
una investigación analítica seria y concreta, que sirve para que sea revisada y 
analizada desde un punto de vista diferente en el caso del marco judicial del Perú que 
a su vez beneficia a la sociedad dándole aportes claros, para q los operadores tengan 
amplitud y más herramientas para aplicar criterios justos y adecuados.  
 
6. Descripción del Contenido 
6.1. Marco Teórico 
6.1.1. Peligro Procesal  
Dentro del el llamado peligro procesal, tenemos  El Periculum In Mora, 
que viene a ser el  sustento de la prisión preventiva, que se aplica cuando 
existe indicios razonables, de que el procesado eluda el proceso, o que 
obstruya los actos de investigación.  
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Presenta dos características,  intención de  eludir la acción de la justicia 
(peligro de fuga) y la intención de obstaculizar la actividad probatoria. 
(Avalos, 2013, pág. 9) 
 
6.1.2. Peligro de fuga  
a) Definición: Según Neyra Flores (2010, pág. 516) “Este peligro está 
relacionado a la posibilidad que el procesado se sustraiga de la acción 
de la justicia y no se pueda cumplir con los fines del proceso”.    
b) Definición de Arraigo Domiciliario: El arraigo Domiciliario determina el 
lugar de residencia habitual donde vive una persona (Legis, pág. 10).  
c) Definición de arraigo familiar: Es aquel presupuesto que está 
básicamente ligado   a la responsabilidad o carga que tiene un 
ciudadano manifestado en un vínculo personal. Este a su vez puede 
ser sanguíneo o de parentesco. (Velloso, 2000) 
d) Definición Arraigo laboral: Presupuesto procesal que determina 
estabilidad contractual de dependencia y subordinación a realizar una 
actividad para el desarrollo del ciudadano. 
 
6.1.3. Prisión Preventiva  
a) Definición: Es una medida cautelar que tiene un carácter personal, y 
por consecuencia afecta  el derecho de libertad personal, durante un 
tiempo  más o menos prolongado, el cual solo debiera proceder  
cuando las demás medidas cautelares fueren agotadas para 
asegurar el objetivo de asegurar el fin del proceso. 
b) Principios  
El principio de razonabilidad. -  
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Este principio por un lado contiene a los elementos que demuestran 
convicción razonable que se ha cometido un hecho ilícito; y, otro que 
manifiesta  fundados y graves elementos  que vinculen como autor o 
partícipe al procesado.  Se aplica también criterio por parte del 
legislador en la determinación de la norma sustantiva.  
 
 
El principio de proporcionalidad. –  
Este es un principio del derecho, aplicable en todos los procesos de 
ahí su importancia En nuestra Carta magna se ha establecido en el 
último párrafo del artículo 200. 
 Su aplicación no se circunscribe sólo al análisis del acto restrictivo 
de un derecho cuyo estado tenga una excepción, puesto que así lo 
dispone nuestra constitución, se utiliza para  analizar cualquier acto 
restrictivo de atribución  subjetiva de un ciudadano.. (Leon, 2008). 
 
c) Elementos de Convicción de la prisión Preventiva. 
Se encuentran dentro de aquellos actos de investigación, que son 
realizados por la policía, los cuales apoyan y colaboran con la Fiscalía, 
que son todos aquellos indicios que sustentan la existencia de la 
imputación de un hecho delictivo, a un sujeto o persona en otras 
palabras, son todo lo recaudado que finalmente son llevados al 
proceso, que actúan como prueba. (Avalos, 2013, pág. 8). 
 
d) Quantum de la pena 
La prisión preventiva está condicionada a una futura sanción legal que 
está determinada a lo que disponga la norma sustantiva, donde se 
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presenta una  prognosis de pena, bastando que la pena sea mayor o 
superior a 4 años, también esta determinación está relacionada a 
variables, entre las cuales se observa la realización de un acto ilícito. 
(Avalos, 2013, pág. 9) 
 
e) Proporcionalidad de la Prisión Preventiva  
Definido en la casación de Moquegua y está relacionado con la 
sanción a imponerse en caso de encontrársele responsable de la 
comisión del delito. Determinando primero: los plazos en las 
diligencias que son 9 meses para casos simples, 18 meses para casos 
complejos y 36 meses en el caso de crímenes organizados; y segundo 
tres principios, la idoneidad, la necesidad y finalmente la 
proporcionalidad propiamente dicha. (Casacion Moquegua 626-2015) 
 
6.1.4. Derecho a la Libertad 
La libertad personal es un derecho fundamental constitucionalmente 
reconocido por nuestra Carta Magna, pero además, el derecho a la libertad 
es uno de los máximos principios del orden mundial, así lo estipula el 
ordenamiento jurídico internacional, entre los cuales tenemos., la 
Declaración. Universal de. Derechos Humanos, el convenio europeo para 
la protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales 
de1950. Y el pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos de.1966. 
 
Así pues la libertad se erige como uno de los valores superiores del 
ordenamiento jurídico y, a su vez, junto con el derecho a la vida y a la 
integridad física, como uno de los bienes más preciados del individuo. 
(Dotu, 2000, págs. 115-116) 
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a) Análisis de la restricción de la prisión preventiva 
La Corte Suprema de Justicia estableció una nueva doctrina 
jurisprudencial para la variación de la comparecencia con restricciones 
por esta medida coercitiva, al resolver la Casación Nº 119-2019-
Áncash. 
El máximo tribunal señala que la revocatoria de la comparecencia con 
restricciones por prisión preventiva requiere del aporte de nuevos 
elementos que supongan una variación sustancial de las circunstancias 
que determinaron la imposición de la medida. 
 
Asimismo, que permitan un significativo incremento del peligro 
procesal, de tal manera que la capacidad de asegurar la 
comparecencia con restricciones se vea desbordada, lo que hace 
necesaria la imposición de la prisión preventiva para garantizar el 
adecuado desarrollo del proceso, agrega la decisión asumida por la 
Primera Sala Suprema Penal Transitoria. (Restriciones de la Prision 
Preventiva, 2018) 
 
b) Corte Interamericana de Derechos Humanos  
La CIDH manifiesta que todos los Estados deben mantener el orden 
público, proteger del delito y combatir la violencia para proteger a los 
ciudadanos que viven en ellas. 
 
Por lo tanto, particularmente de la gravedad o naturaleza del delito que 
se persiga, toda la investigación que se hace para esclarecer los 
hechos y posterior enjuiciamiento de las personas, estas se deben 
desarrollar dentro de los límites que señala la ley conforme a los 
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procedimientos que permiten asegurar la seguridad pública en el 
marco del respeto a los derechos de los ciudadanos. (Humanos C. I., 
2013)  
 
Por lo tanto, la CIDH, establece el concepto de libertad y así como las  
garantías, indica que también se aplican los valores y principios. En 
una sociedad democrática, de los derechos, libertades y garantías el 
Estado de Derecho constituye un conjunto, de acciones que sirven 
para proteger a las personas.  
 
 En entonces que el uso excesivo prisión preventiva se convierte en un 
problema complejo, en estos últimos años ha ido aumentando, por 
causas de naturaleza distinta, aspectos legales, limitaciones de 
estructura en la administración judicial, así como amenazas e 
interferencia en la independencia judicial, son tendencias de arraigo en 
la actual práctica del proceso judicial. 
 
c) Pacto Internacional de derechos Civiles y políticos  
En su normativa, inciso 3 del art. 9,  nos manifiesta, que toda persona 
que ha sido detenida por haber cometido un hecho ilícito, deberá ser 
llevada ante el poder judicial, para ser procesada dentro de las 
garantías que le suponen, así también manifiesta sobre la prisión 
preventiva que no debe ser usada como regla general, sino más bien 
para casos específicos y donde se haya agotado el uso de otras 





6.2. Hipótesis  
 
Dado que la prisión preventiva, se fundamenta en varios presupuestos, 
principalmente en la valoración de los arraigos procesales como el peligro de fuga, al 
no  existir parámetros adecuados es probable que si se valoran estos, de manera 
inadecuada, se vulneren derechos fundamentales del imputado.  
 




Variable Independiente: Valoración del Peligro de fuga, según Ernesto Jara 
(2014, pág. 8) “(…) trata de una privación de libertad como medida de 
precaución tomada a fin de garantizar una efectiva investigación del delito en 
cuestión, el juzgamiento del imputado y el eventual cumplimiento de la pena”. 
 
Variable Dependiente: Respecto del requerimiento de Prisión Preventiva, 
según Neyra Flores (2010, pág. 516) “Este peligro está relacionado a la 
posibilidad que el procesado se sustraiga de la acción de la justicia y no se 
pueda cumplir con los fines del proceso”. 
 
 
   
 
6.3.2. Cuadro de Operacionalización de variables 
 
Variable Dimensión Indicador 
 
Variable independiente: 
Valoración del Peligro de fuga 
 
Arraigo domiciliario 
 Real   
 Procesal  
 
Arraigo familiar 









Respecto del requerimiento de Prisión 
Preventiva  
 




Quantum de la pena   Mayor de 4 años  
  
 
Test de proporcionalidad  
 Idoneidad   





 hasta 9 meses   
 hasta 18 meses 




6.3.3. Método de estudio 
La presente investigación empleara los métodos: 
- Exegético. - Por cuanto en la presente investigación vamos a realizar el 
análisis del artículo 268, 269 del NCPP 
- Dogmático. - Vamos hacer uso de la doctrina y jurisprudencia nacional e 
internacional. 
- Funcional. - Para el desarrollo del presente trabajo de investigación vamos 
hacer uso de las jurisprudencias y la casuística existente. 
 
6.3.4. Tipo de estudio 
El tipo de estudio que vamos a desarrollar en el presente trabajo de 




















Setiembre Octubre Noviembre Diciembre Enero 
ACTIVIDADES 
















































Elaboración del proyecto 
 
% de logro 
 Tema, título y objetivos 12.5 % 
 Fundamentación o justificación del tema 12.5 % 
 Descripción del contenido 12.5 % 
 Plan de actividades y calendario 12.5 % 
 Bibliografía inicial 12.5 % 
     
Segunda 
fase 
 Sustentación del proyecto  % de logro 
  Presentación del proyecto  12.5% 
  Aprobación del proyecto  0% 
  Sustentación del proyecto ante jurado  0% 
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1) Fumus Comissi Delicti: Indicios racionales de criminalidad o apariencia del buen 
derecho, es un presupuesto que implica la existencia de elementos incriminadores 
suficientes que objetivamente pueden determinar la comisión de un delito del 
imputado. 
 
2) Medida Coercitiva: Son todas aquellas restricciones al ejercicio de los derechos, 
personales o patrimoniales del inculpado o de terceras personas, que son impuestas 
o adoptadas en el inicio y durante el curso del proceso penal tendiente a garantizar el 
logro de sus fines, que viene a ser la actuación de la ley sustantiva en caso concreto 
así como la búsqueda del esclarecimiento de los hechos sin tropiezos. 
 
3) Prisión: Es una institución, autorizada por el gobierno donde se encarcelan a las 
personas consideradas por la Ley como autores de un determinado delito.  
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4) Peligro: Es una situación que produce un nivel de amenaza a la vida, la salud, la 
propiedad o medio ambiente, se caracteriza por la viabilidad de la existencia de un 
incidente potencialmente dañino, es decir, un suceso apto para crear daño sobre 
bienes jurídicos protegidos. 
 
5) Periculum in Mora: Peligro procesal, consiste en responder inmediatamente frente a 
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